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INTRODUCCIÓN 
 
 
En el artículo 123 de la Constitución Política de Colombia se encuentra 
estipulado servidor público a los miembros de las corporaciones públicas, los 
empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas 
territorialmente y por servicios, quienes tienen el deber implícito de servir al Estado 
y a la comunidad, lo cual los sujeta a su marco funcional a lo dispuesto tanto por la 
Constitución como por la ley y los reglamentos. 
  
 
En relación con lo anterior, se puede considerar la figura del servidor 
público como la persona dedicada al servicio público del Estado, empleados de 
carrera administrativa, de libre nombramiento y remoción, elección popular. Es así 
como es importante tener en cuenta las facultades regladas (función pública), en 
cabeza del servidor público las cuales deben estar expresamente definidas, para 
establecer con claridad qué puede hacerse y hasta donde actuar, pues en este 
marco funcional existe el riego de incurrir en omisión o en extralimitación en el 
marco del principio de responsabilidad consagrado en el artículo 6º Constitucional. 
 
 
Debido a lo anterior en el presente trabajo se analiza el cumplimiento del 
deber que los servidores públicos deben acatar respecto de interponer la Acción 
de Repetición cuando el patrimonio público ha sido menguando por el 
incumplimiento de los deberes propios de la función  pública y la consecuente 
investigación disciplinaria que genera la omisión del referido deber y su eficacia 
para optimizar la recuperación de los recursos públicos malversados. 
 
 
La metodología aplicada para el desarrollo del mismo consiste en la 
investigación cualitativa con un alcance descriptivo en donde a partir de una matriz 
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de análisis categorial se analizarán los fallos emitidos por el Consejo de Estado 
con relación a la Acción de Repetición, concluyéndose que en el Departamento de 
Risaralda durante el 2010 – 2015 se evidencia la falta de eficacia respecto a la 
condena o conciliación impuesta a la entidad toda vez que no se ha ejercido por 
parte de los representantes legales de las entidades que han resultado afectadas 
con condenas patrimoniales que han afectado el patrimonio público. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
La adopción del  modelo de Estado Social y Democrático de Derecho en 
Colombia a partir de 1991, trajo implícitos unos profundos cambios en la estructura 
del Estado y en la misma manera de ver y percibir las dinámicas inherentes al 
manejo de lo Público, es así como la visión de concebir las actuaciones de 
autoridades e instituciones pasó de ser un aspecto restringido a disposiciones 
normativas, para transformarse en un elemento con una visión antropocéntrica 
que implica que el ser humano es el centro de gravedad de todas las actuaciones 
de ese nuevo Estado, que de manera permanente y en su cotidianidad debe estar 
al servicio del hombre.  
 
 
En consecuencia, además de establecerse un amplio catálogo de Derechos 
Humanos y Fundamentales se configuró un Estado que desde todas sus áreas 
cumpliera con unos fines determinados y específicos orientados a la obtención del 
bienestar común; en este orden de ideas por lo tanto, surge como prioridad la 
adecuada inversión de los recursos públicos para la obtención de satisfacción de 
necesidades con una cobertura total, como lo demanda un Estado Social, en este 
sentido la Sentencia T – 068 de 1998, proferida por la Corte Constitucional 
Colombiana, determina lo siguiente:  
 
 
“La legitimidad del Estado Social de Derecho radica, por un lado en el acceso y 
ejecución del poder en forma democrática, y por otro lado en su capacidad para 
resolver las dificultades sociales desde la perspectiva de la justicia social y el 
derecho, lo cual indudablemente depende de la capacidad del Estado para 
cumplir, de manera efectiva, con sus fines de servicio a la sociedad. De ahí pues, 
que los mandatos contenidos en los artículos 2º y 209 de la Constitución imponen 
a las autoridades la obligación de atender las necesidades, hacer efectivos los 
derechos de los administrados y asegurar el cumplimiento de las obligaciones 
sociales”. 
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Por lo tanto, se configura para el Estado Colombiano la obligación de 
instituir mecanismos que garanticen una adecuada inversión del patrimonio 
público e igualmente determinar acciones que permitan desde los ámbitos penal, 
disciplinario, fiscal imponer sanciones a aquellos servidores públicos que 
malversen los recursos destinados para la inversión de las necesidades colectivas; 
en este contexto surge el  artículo 90 de la Carta Política que de manera expresa 
indica la obligación de repetir contra un Agente del Estado, que haya generado 
condenas por reparación patrimonial de daños causados con su conducta dolosa o 
culposa, reglamentándose lo anterior con la Ley 678 de 2001, por medio de la cual 
se reglamenta la determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del 
Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en 
garantía con fines de repetición. 
 
 
Contextualiza los anteriores referentes en el mismo sentido, el Código 
Contencioso Administrativo y los principios sobre los que se edifica, 
encontrándose entre ellos el de moralidad que denota la total honestidad que 
deben reflejar los servidores públicos en ejercicio de sus funciones contribuyendo 
a una administración del patrimonio público con la total transparencia requerida y 
con una adecuada inversión de estos recursos propendiendo por el mayor 
bienestar de la colectividad que les delega estas facultades administrativas 
enmarcadas en el Derecho Público. 
 
 
En consecuencia, puede inferirse que la referida acción tiene una 
connotación de carácter público dado que su aplicación pretende resarcir el 
patrimonio público que de alguna manera resulte menguado con ocasión del 
actuar de alguno de sus Agentes y cumplir así de manera adecuada con los fines 
del Estado previstos en el artículo 2.o de la Constitución Política de Colombia. 
 
8 
 
 
En este sentido la Sentencia T – 950 A de 2009, proferida por la Corte 
Constitucional Colombiana indica:  
 
“La  acción de repetición se ha definido como el medio judicial que la Constitución 
y la ley le otorgan a la Administración Pública para obtener de sus funcionarios o 
exfuncionarios el reintegro del monto de la indemnización que ha debido reconocer 
a los particulares como resultado de una condena de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo por los daños antijurídicos que les haya causado”. 
 
 
Como se observa, la Acción de Repetición es un instrumento de carácter 
jurídico que radica la competencia para su ejercicio en las entidades públicas que 
sufran condenas atribuibles a los servidores públicos adscritos a sus plantas de 
personal, o particulares que desempeñen funciones públicas. Su finalidad se 
orienta entonces a reintegrar a los presupuestos de las entidades públicas los 
recursos que debieron destinar al pago de condenas impuestas en virtud de 
acciones administrativas atribuibles a daños causados por sus funcionarios de 
manera dolosa y culposa.  
 
 
Por lo tanto, su eficacia se concreta en la recuperación de dineros pagados 
por el Estado en virtud del ejercicio de estas Acciones de Repetición, para lo cual 
la Entidad debe proceder a instaurar la respectiva demanda ante la instancia 
pertinente y se debe obtener una sentencia favorable que permita la recuperación 
de los dineros como resultado de lo consignado en la parte resolutiva de la 
Sentencia. En este sentido el Consejo de Estado en Sentencia del 24 de Julio de 
2013 - 19001-23-31-000-2008-00125-01, ha afirmado:  
 
“La Sala, considera oportuno efectuar un severo llamado de atención a las 
entidades públicas, por falta (sic) vigilancia y control de la actividad procesal como 
actores en la interposición de la denominada acción de repetición, la cual busca 
como objetivo primordial establecer la responsabilidad de sus agentes y la 
recuperación de los dineros de naturaleza pública. Lo anterior, teniendo en cuenta 
la manera descuidada y poco diligente, que se observa en la presentación de este 
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tipo de demandas, en las cuales no se acredita cabalmente el cumplimiento de los 
requisitos esenciales para la prosperidad de dicha acción, esto es, la calidad del 
agente, la condena, conciliación o cualquier otra forma de terminación de 
conflictos, el pago efectivo y por último, el dolo o culpa grave del servidor público, 
a pesar de la reiterada jurisprudencia de esta Corporación en la materia”. 
 
 
De lo anterior se infiere, que la eficacia de la referida Acción dada su 
importancia ha sido cuestionada por múltiples factores como la congestión de 
despachos judiciales y ante ello la falta de celeridad en la toma de decisiones, la 
inadecuada presentación de las demandas por parte de  las Entidades Públicas lo 
que genera que se dilate una Sentencia favorable a los intereses de las entidades, 
además de la insolvencia de los servidores condenados que impide el pago de las 
condenas impuestas y la respectiva retribución a las arcas del Patrimonio Público. 
 
 
Se observa entonces que se colige del espíritu de la Constitución Política 
de Colombia la imposición de un deber a cargo del Estado en torno a salvaguardar 
el patrimonio público a través de la figura de la acción de repetición, postulado 
desarrollado por la Ley 734 de 2002, en su artículo 48, numeral 36, el cual dispone 
como falta disciplinaria gravísima la siguiente conducta:  
 
“No instaurarse en forma oportuna por parte del Representante Legal de la 
entidad, en el evento de proceder, la acción de repetición contra el funcionario, ex 
funcionario o particular en ejercicio de funciones públicas cuya conducta haya 
generado conciliación o condena de responsabilidad contra el Estado” 
 
 
Es así como se establece como falta gravísima la omisión a dicha norma 
constitucional, en tal virtud y dada la importancia en cuanto al deber ser de la 
misma, representa una situación problémica el hecho de valorar la eficacia de esta 
consagración normativa  prevista en la Ley 734 de 2002, con el fin de coadyuvar 
con la interposición de la acción de repetición como instrumento para recuperar los 
dineros del erario público que deban entregarse por conducta de uno de sus 
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servidores públicos, esto considerando que la responsabilidad de los servidores 
públicos tiene varios matices: Penal, Civil, Disciplinaria, Fiscal y Administrativa y 
para el objeto de la presente investigación se analizará si la aplicabilidad de la 
referida disposición y su elevación dentro de la ponderación de faltas a gravísima 
aporta de manera favorable a contribuir con la erradicación de conductas que 
denotan corrupción o que por omisión afectan el patrimonio público. Es por ello 
que se formula la pregunta problema de la presente investigación así: 
 
¿Cuál ha sido la eficacia de la disposición consagrada en la Ley 734 de 2002, 
artículo 48, numeral 36 relativa a la omisión de instaurar Acción de Repetición 
contra el funcionario  o ex funcionario que en ejercicio de sus funciones hay dado 
lugar a detrimento del erario público por condena o conciliación impuesta a la 
entidad pública en Risaralda durante el período 2010 – 2012? 
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Hipótesis 
 
 
HIPÓTESIS POSITIVA 
 
El  numeral 36 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, relativo a consagrar 
como falta gravísima la omisión de interponer  Acción de Repetición es eficaz 
cuando se presenta detrimento del erario público con ocasión a conducta de 
servidores públicos en el período 2010 – 2012 
 
 
HIPÓTESIS NEGATIVA 
 
El numeral 36 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, relativo a consagrar 
como falta gravísima la omisión de interponer  Acción de Repetición no es eficaz 
cuando se presenta detrimento del erario público con ocasión a conducta de 
servidores públicos en el período 2010 – 2012 
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2. JUSTIFICACIÓN 
 
 
La acción disciplinaria representa sin duda una de las más importantes 
estrategias del Estado para prevenir y reprimir las conductas que atentan contra 
los deberes que deben cumplir los servidores públicos y particulares que se 
encuentran al servicio del Estado; desde este referente resulta importante analizar 
la importancia de los postulados que en se concretan desde el elemento positivo 
de la norma a fin de determinar su funcionalidad de acuerdo con la filosofía de 
creación de este Estatuto que confluye con una serie de normas que investigan y 
fallan la responsabilidad de estos agentes del Estado que se refleja desde varias 
áreas del derecho Penal, Disciplinario, Fiscal, Civil y Administrativo.  
 
 
Es por ello que la utilidad de desarrollar la presente investigación se 
concreta en analizar los elementos de la eficacia del artículo 48 de la Ley 734 de 
2002, en su numeral 36, lo cual permite realizar un trabajo que se enmarca en la 
disciplina jurídica y que denota un aporte socio – jurídico considerando que con 
sus resultados se pueden proponer estrategias de mejoramiento frente al espíritu 
de esta norma y el elemento teleológico que el legislador quiso imprimirle al 
momento de su expedición; además de contribuir con unas políticas adecuadas en 
la aplicación de estas disposiciones que buscan dar cumplimiento a los fines del 
Estado y prevenir fenómenos como la corrupción administrativa. 
 
 
La naturaleza del trabajo se inscribe en el campo del Derecho 
Administrativo dado que se analiza el alcance de una disposición que tiene como 
finalidad hacer eficaz una disposición que contempla una acción que surge en el 
actuar del servidor público, como eje central del mismo Derecho Administrativo, lo 
que permitirá obtener resultados que aporten a esta área de forma específica. 
 
13 
 
3. OBJETIVOS 
 
 
3.1 Objetivo General 
 
 
Establecer la eficacia del numeral 36 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, 
relativo a consagrar como falta gravísima la omisión de interponer  Acción de 
Repetición cuando se presenta detrimento del erario público con ocasión a 
conducta de servidores públicos en el período 2010 – 2012 
 
 
 
3.2 Objetivos Específicos 
 
 
 Examinar la evolución jurisprudencial, con relación a las decisiones emitidas 
por parte del Consejo de Estado con respecto a la Acción de Repetición. 
 
 Indagar  las características normativas que se aplican para la figura de la 
Acción de Repetición en Colombia. 
 
 Relacionar desde la perspectiva del derecho comparado, el tratamiento 
jurídico que los sistemas de España y Ecuador confieren a las conductas 
relativas a omisión de interponer acción de repetición contra el funcionario 
que da lugar a detrimento del erario público. 
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4. MARCO TEÓRICO 
 
 
4.1 Marco Normativo  
 
 
Las fuentes normativas a tener en cuenta en el presente trabajo partirán 
desde los postulados constitucionales vigentes en Colombia como las diversas 
normas reguladoras en Colombia de la acción de repetición, partiendo de los 
orígenes de la figura previstas en el Código Civil anteriormente vigente (Ley 57 de 
1887), como en el anterior Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 
1984), así como la Regulación vigente como el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (ley 1437 de 2011), Estatuto 
Anticorrupción (Ley 1474 de 2011), ley 678 de 2001, la cual regula el ejercicio de 
la acción de repetición y el código disciplinario único (Ley 734 de 2002), que como 
ya veremos incluye como falta disciplinaria la omisión al deber previsto en el inciso 
segundo del artículo 90 constitucional atribuible a los representantes legales de las 
entidades. 
 
 
Así mismo se analizan algunos preceptos fijados por el Consejo de Estado 
y la Corte Constitucional que permitan dilucidar el entendimiento y manejo dado a 
la figura de la acción de repetición, sus alcances y procedencia. 
 
 
En la Constitución Política de 1886, no se consignaba de manera expresa 
en su articulado reglas con relación a las Acción de Repetición a cargo del Estado 
para reponer los dineros que salieran del Patrimonio Público en razón a las 
condenas que se impusieran con motivo de actividades de sus servidores públicos 
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que fueran realizadas en el ejercicio de sus funciones por acción o por omisión. 
Para el caso se aplicaba entonces lo dispuesto en el Código Civil Colombiano en 
lo inherente a los conceptos o clasificaciones relativas a dolo y culpa. 
 
Al respecto la Constitución Política de Colombia en su artículo 20 disponía 
lo siguiente: 
 
ARTÍCULO 20. Los particulares no son responsables ante las autoridades sino 
por infracción de la Constitución o de las leyes. Los funcionarios públicos lo son 
por la misma causa y por extralimitación de funciones, o por omisión en el 
ejercicio de éstas. 
 
 
En la norma mencionada se observa como la mencionada Carta Política 
indicaba que los servidores públicos en materia de responsabilidad, esta se 
determinaba atendiendo a razones de infringir la Constitución Política de Colombia  
y la Ley u omitir sus disposiciones pero no se indicaba de manera expresa el 
alcance de esa responsabilidad desde sus diversos ejes: Penal, Fiscal, 
Disciplinario, Civil y se omitía lo pertinente a la Responsabilidad del Funcionario 
para aquellos casos en que por sus actuaciones el Estado debía asumir condenas 
con afectación al patrimonio público. 
 
En igual sentido, la referida Carta Magna, en el artículo 51 determinaba que 
las mencionadas responsabilidades que eran atribuibles a los servidores públicos 
estaban determinadas en la Ley, considerando la infracción a lo dispuesto en la 
norma de normas. 
 
ARTÍCULO 51. Las leyes determinarán la responsabilidad a que quedan 
sometidos los funcionarios públicos de todas clases, que atenten contra los 
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derechos garantizados en éste título. 
 
Es por ello que se deduce que la responsabilidad de los funcionarios 
públicos era endilgada con fundamento en los instrumentos normativos expedidos 
por el órgano legislativo del poder público y en los términos que se preveían por 
parte del derecho positivo. Este elemento se corrobora igualmente con el artículo 
62 de la misma Constitución que de manera expresa indica la función que tiene la 
norma y concretamente la Ley para determinar específicamente los elementos de 
la responsabilidad de los servidores públicos y las consecuencias que tienen estas 
conductas al indicar: 
 
ARTÍCULO 62. La ley determinará los casos particulares de incompatibilidad de 
funciones; los de responsabilidad de los funcionarios y modo de hacerla efectiva; 
las calidades y antecedentes necesarios para el desempeño de ciertos empleos, 
en los casos no previstos por la Constitución.; las condiciones de ascenso y de 
jubilación, y la serie o clase de servicios civiles o militares que dan derecho a 
pensión del Tesoro público. 
 
 
Como resultado de lo anterior, se observa como dentro de la actividad 
legislativa colombiana relativa a la mencionada época de vigencia de la 
Constitución Política de 1886, se profiere el Decreto Ley 150 de 1976, por el cual 
se dictaron normas para la celebración de contratos por parte de la Nación y sus 
entidades descentralizadas, en el cual se consigna en su artículo 194 la expresa 
responsabilidad civil que en razòn de perjuicios ocasionados a las entidades 
públicas se podría atribuir a contratistas o aún a terceros en el evento que 
omitieran dar cumplimiento a  los requistos establecidos en ese estatuto, 
encontrándose como novedad que extiende esta responsabilidad para aquellos 
servidores que han cesado en el ejercicio de sus funciones, denotándose en este 
punto una abierta intencionalidad de recuperar los desmedros que sufriera el 
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patrimonio público, como consecuencia de las accciones u omisiones de sus 
servidores públicos o particulares que ejercieran este tipo de acciones. 
 
ARTICULO 194. DE LA NORMA GENERAL SOBRE RESPONSABILIDAD. 
<Derogado por el Decreto 301 del Decreto 222 de 1983> Sin perjuicio de las 
sanciones penales a que hubiere lugar, los empleados públicos y trabajadores 
oficiales responderán civilmente por los perjuicios que causen a las entidades a 
que se refiere este decreto, a los contratistas o a terceros, cuando celebren 
contratos sin el cumplimiento de los requisitos y formalidades consignados en el 
presente estatuto. 
 
Esta responsabilidad cobija también a las personas que hubieren cesado 
en el ejercicio de sus cargos, siempre que ella se deduzca por hechos u 
omisiones ocurridos en el desempeño de los mismos. 
 
 
Posteriormente se expide el Decreto Ley 222 de 1983, por el cual se 
expiden normas sobre contratos de la Nación y sus entidades descentralizadas y 
se dictan otras disposiciones; en este catálogo normativo se refleja una clara 
intención del legislador de endilgar responsabilidad civil por perjuicios causados a 
las Entidades Públicas objeto de las normas para contratación pública, ratificando 
como esta se extiende aún al período en que suspenden el ejercicio de las 
funciones que dan lugar a la referida responsabilidad, que se debe atribuir a un 
hecho u omisión propio de su competencia, extendiendo esta posibilidad a los 
casos de inejecución de contratos sin justa causa y atribuyendo la competencia 
para su ejercicio al representante legal de la entidad o a la Procuraduría General 
de la Nación. 
 
Otro aspecto importante en que se denota un trascendental avance en esta 
disposición, lo representa el hecho de permitir la posibilidad de hacer efectivas las 
Sentencias Condenatorias ante la Jurisdicción Civil para garantizar la efectividad 
de las mismas y sobre todo la recuperación de los dineros que debían ingresar al 
18 
 
patrimonio público de nuevo en virtud del hecho u omisión realizado por el 
servidor; igualmente resulta novedoso la incorporación de la posibilidad de repetir 
contra el servidor público que hubiere generado el pago de condenas a cargo de la 
entidad contratante atribuida en ese momento a la Jurisdicción Coactiva, como se 
observa en el articulado a continuación transcrito: 
 
Artículo 290. De la norma general sobre responsabilidad. Sin perjuicio de las 
sanciones penales a que hubiere lugar, los empleados oficiales responderán 
civilmente por los perjuicios que causen a las entidades a que se refiere este 
estatuto, a los contratistas o a terceros, cuando celebren contratos sin el 
cumplimiento de los requisitos y formalidades consignados en el presente 
estatuto. Esta responsabilidad cobija también a las personas que hubieren cesado 
en el ejercicio de sus cargos, siempre que ella se deduzca por hechos u 
omisiones ocurridos en el desempeño de los mismos. 
 
Artículo 291. De la responsabilidad en caso de ejecución indebida. En 
responsabilidad igual a la señalada en el artículo anterior incurrirán quienes 
ocasionen perjuicios con motivo de la ejecución indebida o la falta injustificada de 
ejecución de los contratos. 
 
Artículo 292. De los perjuicios causados a la entidad contratante. Cuando el 
perjuicio se cause a la entidad contratante, la acción correspondiente será iniciada 
por el representante legal de la misma o por la Procuraduría General de la 
Nación. Los empleados de la entidad respectiva deberán suministrar siempre los 
documentos, informaciones y declaraciones que se les soliciten. 
 
Artículo 296. De la manera de hacer efectivas las sentencias. Las 
sentencias que se profieren a favor de contratistas o de terceros y en contra de 
funcionarios o exfuncionarios, se harán efectivas ante la justicia ordinaria. 
  
Por jurisdicción coactiva se cobrarán las que se dicten a favor de las 
entidades contratantes y ante dicha jurisdicción se demandará la repetición de lo 
que las mismas hubieren pagado habiendo debido hacerlo funcionarios o 
exfuncionarios. 
  
La Procuraduría General de la Nación velará por el cumplimiento de la 
presente disposición. 
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Artículo 297. De las faltas que dan lugar a la responsabilidad. La 
responsabilidad a que se refieren los artículos anteriores, se deducirá 
exclusivamente en los casos de culpa grave o dolo. 
 
 
Con los antecedentes normativos relacionados, se expide el Código 
Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, el cual incluye de manera 
específica establece la posibilidad de repetir contra el funcionario que hubiere 
generado el pago de perjuicios a cargo de determinada entidad, reiterándose la 
intencionalidad para ese momento de desarrollo legislativo de dar prioridad a la 
recuperación de  dineros pertenecientes al erario público y de combatir el 
fenómeno de la corrupción administrativa. 
 
Artículo 78. Jurisdicción competente para conocer de la responsabilidad conexa. 
Los perjudicados podrán demandar, ante la jurisdicción en lo contencioso 
administrativo, según las reglas generales, a la entidad, al funcionario o a ambos. 
Si prospera la demanda contra la entidad o contra ambos y se considera que el 
funcionario debe responder, en todo o en parte, la sentencia dispondrá que 
satisfaga los perjuicios la entidad. En este caso la entidad repetirá contra el 
funcionario por lo que le correspondiere. 
   
 
Como se infiere del anterior análisis realizado de manera previa a la 
expedición de la Constitución de 1991, se encuentra un importante avance en 
materia de darle prioridad a la agenda legislativa del Estado con el fin de 
determinar procedimientos que permitieran retornar al patrimonio público los 
dineros entregados como consecuencia de condenas impuestas a entidades 
públicas con ocasión de conductas dolosas o culposas de sus agentes o en 
algunos casos de terceros. No obstante, esta función no era prioridad del Estado y 
no estaba elevada de manera expresa a rango constitucional, pues precisamente 
la referida norma atribuía todas las facultades para reglamentar lo pertinente al 
órgano legislativo del poder público colombiano. 
20 
 
 
El segundo momento dentro de la línea evolutiva de lo que se relaciona con 
la Acción de Repetición surge con la expedición de la Constitución Política de 
1991, en un momento fundamental para el Estado Colombiano dado la 
congregación y reconciliación que se buscaron en la Asamblea Nacional 
Constituyente incorporando un modelo de Estado Social y Democrático de 
Derecho, en el cual la norma debe estar al servicio del hombre, con incorporación 
expresa de los Derechos Humanos y Fundamentales, además de garantías 
específicas y efectivas para restablecerlos en caso de cualquier tipo de 
vulneración. En este contexto se incluye el artículo 90 de ese nuevo texto 
constitucional cuya finalidad fue la de darle status constitucional a la Acción de 
Repetición, generando con ello la obligatoriedad directa de ejercerla en el caso de 
existir condenas en contra del Estado, que surjan de una conducta dolosa o 
culposa de sus agentes, el artículo en su redacción quedó de la siguiente forma: 
 
ARTÍCULO 90.En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta 
dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra 
éste. 
 
 
Como consecuencia de lo anterior, se expidió la Ley 678 de 2001, que de 
manera expresa por primera vez se ocupó de regular lo pertinente a la Acción de 
Repetición determinando su alcance, procedencia y competencia en un solo 
instrumento legislativo, como puede deducirse del artículo  primero en el cual de 
manera precisa señala su objeto, así: 
 
ARTÍCULO 1º. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto regular la 
responsabilidad patrimonial de los servidores y ex servidores públicos y de los 
particulares que desempeñen funciones públicas, a través del ejercicio de la 
acción de repetición de que trata el artículo 90 de la Constitución Política o del 
llamamiento en garantía con fines de repetición. 
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A su vez, otro avance significativo lo constituye el hecho de definir en el 
artículo segundo la Acción de Repetición, concretando los siguientes elementos: 
 
1. Tiene Carácter Patrimonial: Su alcance se limita de manera expresa al 
reintegro de dineros que una Entidad deba pagar de su patrimonio, se 
excluyen así otros elementos propios de las reparaciones integrales como 
acciones dirigidas a reparar perjuicios morales, tales como pedir disculpas, 
retractarse etc, las que en otro tipo de acciones o procesos son de común 
imposición, como es el caso de reparación a las víctimas. 
2. El sujeto pasivo de la acción: Será el servidor público en ejercicio de sus 
funciones o que estando retirado de ellas haya dado lugar al pago de la 
condena con hechos u omisiones atribuibles a su actuar público. También 
la extiende al particular que cumple funciones públicas. 
3. Modalidad de la Culpa: Para ejercer la acción el servidor debe actuar con 
una conducta calificada como gravemente culposa o dolosa, es decir, la 
Ley limita en concreto las modalidades de culpa bajo las cuales procede la 
viabilidad de ejercer de este tipo de acciones. 
 
 
Artículo 2. Acción de repetición: La acción de repetición es una acción civil de 
carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor 
público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa 
haya dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de 
una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma 
acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya 
ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial. 
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4.1.1 Función Pública 
 
Puede entenderse como toda actividad que desarrolla el Estado para 
alcanzar sus fines, es la materialización de su papel en la sociedad, a través de 
sus agentes, la cual se encuentra regulada por la Constitución, la Ley y el 
Reglamento, tal como lo ha señalado la Constitución política de Colombia 
(Artículo, 122).  
 
 
4.1.2 Servidor Público 
 
De conformidad con lo dispuesto en nuestra Carta Política, en su artículo 
123, se considera como servidor público a los miembros de las corporaciones 
públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente y por servicios, imponiendo frente a ellos el deber 
implícito de servir al Estado y a la comunidad, estando sujeto a su marco funcional 
a lo dispuesto tanto por la Constitución como por la ley y los reglamentos. 
  
 
Según lo señala el doctor Wilson Ruiz Orejuela en su libro Responsabilidad 
del Estado y sus Regímenes servidor público puede ser considerada la persona 
dedicada al servicio público del Estado, empleados de carrera administrativa, de 
libre nombramiento y remoción, elección popular (Capitulo IX, página 348).  
 
 
Las facultades regladas (función pública), en cabeza del servidor público o 
de manera excepcional de algunos particulares deben estar expresamente 
definidas, de manera tal que se establezca con claridad qué puede hacerse y 
hasta donde actuar, pues en este marco funcional existe el riego de incurrir en 
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omisión o en extralimitación en el marco del principio de responsabilidad 
consagrado en el artículo 6º Constitucional. 
 
 
4.1.3 Responsabilidad Subjetiva 
 
Es el tipo de responsabilidad que en el ámbito privado contiene el elemento 
CULPA, y en el ámbito de responsabilidad Estatal tiene como fundamento la 
FALLA DEL SERVICIO, en donde la prueba de la diligencia debida en la actuación 
desdibuja la exigibilidad de la reparación derivada de la causación de un hecho 
dañino, a contrario sensu la responsabilidad objetiva por regla general no admite 
tal circunstancia, únicamente admite como causal exonerativa de responsabilidad 
el fuerza mayor, el caso fortuito, culpa exclusiva de la víctima y el hecho de un 
tercero. 
 
 
La acción de repetición se sustenta en una responsabilidad subjetiva del 
agente, en tanto contiene como elemento esencial para su procedencia, una 
conducta calificada como dolosa o gravemente culposa. 
  
 
4.1.4 Patrimonio Público 
 
 
El Consejo de Estado lo ha definido como el conjunto de bienes, tanto 
materiales como inmateriales, derechos y obligaciones pertenecientes al Estado, 
destinado al cumplimiento de sus obligaciones, el artículo 4º de la ley 472 
establece su defensa como un derecho e interés de carácter colectivo pues su 
destinación y preservación incide en el bienestar de todos los asociados (Consejo 
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de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, CP Marco 
Antonio Velilla Moreno, Providencia del 13 de mayo de 2010, Radicación número: 
05001-23-31-000-2006-04776-01(AP)).      
 
 
4.1.5 Falta Disciplinaria 
 
Conducta reprochable por el derecho disciplinario, en la que se puede 
incurrir dentro del ejercicio de una función pública, cuando se reúnen los 
elementos tipológicos de la acción disciplinaria, que son:  
 
1. La tipicidad, el hecho debe encontrarse previamente consagrado en la 
constitución o en la ley como falta, este elemento guarda estrecha relación con el 
principio universal de legalidad.  
 
2. La culpabilidad, debe tratase de un actuar negligente o con el conocimiento de 
la ilicitud y la intención de incurrir en la misma. 
 
 3. La ilicitud sustancial, debe existir una afectación injustificada al deber funcional, 
es decir, que haya una trasgresión al deber ser del ejercicio de la función pública 
que es cumplir con los fines del estado, incurriendo con ello con un claro 
desconocimiento a los principios  de la función administrativa, consagrados en el 
artículo 209 constitucional). 
 
 
En nuestro estatuto disciplinario (Ley 734 de 2002), tenemos tres tipos de 
faltas: Las Faltas Gravísimas contempladas de manera taxativa en el artículo 48 
del mismo, y en el artículo 55 dentro del régimen de los particulares dentro del 
ejercicio de la función pública, estas generan mayor reproche disciplinario (El 
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efecto sancionador del Estado es mucho más severo), también se contempla en 
dicha disposición las faltas graves y leves. 
 
 
 
4.2 Responsabilidad del servidor público frente al Estado 
  
4.2.1 Generalidades del concepto de responsabilidad patrimonial del 
servidor público 
 
 
Antes de dar cuenta de la historia para determinar los cambios surtidos en 
virtud del concepto de responsabilidad patrimonial del servidor público, es preciso 
resaltar en primer lugar algunas generalidades relativas al sistema de 
responsabilidad actualmente aplicable en Colombia para entender el surgimiento y 
evolución del referido concepto. 
 
 
En nuestros días, tal como lo indicó el doctor Juan Ángel Palacio Hincapié 
en su obra Derecho Procesal Administrativo (2013) existe entre otros límites a la 
actuación de la administración, el principio de responsabilidad, en virtud al cual 
surge un mandato en cabeza del Estado de indemnizar a quien resulte lesionado 
con su actuación siempre que de ella resulte un daño que se pueda calificar de 
antijurídico.   
 
 
En virtud al mencionado principio, la Corte Constitucional ha aludido a una 
Concepción dualista en el orden jurídico colombiano (Corte Constitucional, 
Sentencia C-1008/10), pues se ha hecho referencia a la existencia de 
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responsabilidad en materia contractual, es decir derivada de un acuerdo de 
voluntades y de la inobservancia a los parámetros reguladores del mismo, en 
donde el contrato es su fuente originaria, pues se habla que se incumple una 
obligación contractual por no haberla ejecutado, haberla ejecutado parcialmente, o 
en forma defectuosa o tardía (Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, 
radicado 25000-23-26-000-1995-01582-01(19480) del 6 de junio de 2012). Por 
otro lado ha señalado que en materia extracontractual también existe 
responsabilidad proveniente de una situación ocasional en donde no media un 
acuerdo que vincule a las partes intervinientes, el causante del daño y su víctima; 
la diferencia es que frente a este tipo de responsabilidad su fuente originaria (en 
un plano abstracto) es la ley que reconoce al daño como fuente de la obligación de 
reparar y define qué intereses jurídicos se tutelan, pues como lo ha señalado el 
doctor Juan Carlos Henao, únicamente son reparables los derechos jurídicamente 
protegidos, de lo que se desprende que frente a los hechos ilícitos no cabe 
reparación alguna. 
 
 
Tal como se observa ambos tipos de responsabilidad cuentan con fuentes 
diversas, frente a la primera corresponde a la estipulación contractual, en cuanto a 
la segunda se alude a la disposición fijada por el legislador, en vista de tal 
distinción se ha observado que en la primera la reparación puede ser limitada por 
lo fijado expresamente por las partes (Sentencia C 1008 de 2010, Corte 
Constitucional) 
 
 
De igual manera, y ya en relación con esta última clase de responsabilidad, 
se debe decir que en la actualidad contamos con una responsabilidad de tipo civil, 
que involucra a los particulares dentro del marco de las relaciones habituales, 
derivadas de la vida en sociedad, y por otro lado existe una responsabilidad del 
Estado, que recae sobre las relaciones existentes entre la administración y el 
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administrado. Y hay asimismo una responsabilidad del agente estatal frente al 
Estado.  
 
 
Ahora bien, es preciso resaltar que para la existencia de responsabilidad 
patrimonial del Estado no se requiere la verificación previa de una responsabilidad 
propia de uno de sus agentes, ni tampoco en el caso de la responsabilidad por 
omisión se requiere identificar al servidor en cuyo cargo estaba el deber de actuar 
para determinar la responsabilidad del Estado que es Directa (Sentencia C-100-
2001, Corte Constitucional). 
 
 
Dicho lo anterior y teniendo en cuenta que la actividad del Estado se 
materializa a través de sus agentes, es preciso resaltar que en el evento en que 
exista evidencia que el daño a reparar por parte del Estado hubiese sido generado 
con ocasión del actuar de un servidor público, bajo el contexto de un nexo con el 
servicio público a su cargo, puede hablarse de repetición. 
 
 
Debe quedar entonces claro que para la existencia de declaratoria de 
responsabilidad del Estado no se requiere necesariamente que en todos los casos 
se encuentre individualizado el agente que intervino en la causación material del 
daño y para que surja la facultad del Estado para solicitar la repetición, y sea 
exigible la asunción de responsabilidad patrimonial por parte de dicho actor 
directo, el actuar de su agente debe ser la causa del daño reparado y a la vez el 
mismo debe ser doloso o gravemente culposo (Inciso 2 del artículo 90 
Constitucional). 
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4.3 Acción de repetición 
 
 
4.3.1 procedencia de la responsabilidad del servidor público frente al Estado 
 
 
Para que se hable de responsabilidad civil y del Estado, se requiere la 
concurrencia de un primer y determinante elemento, la existencia de un daño 
reparable, es decir qué se debe reponer o compensar, no se trata de todo tipo de 
daño. 
 
 
Como se resaltó en el aparte de las generalidades de la responsabilidad, el 
daño debe ser cierto y personal, tal como se ha mencionado precedentemente, 
únicamente es reparable el daño irrogado a un tercero, encontrándose este último 
legitimado a reclamar su reparación, por cuanto se le ha lesionado un derecho 
protegido por el ordenamiento jurídico, lo cual quiere significar que un hecho ilícito, 
por su naturaleza no está protegido por el ordenamiento jurídico y por ende frente 
al mismo no cabe reparación alguna, tal como lo ha señalado el doctor Juan 
Carlos Henao en sus conferencias académicas y en sus escritos doctrinales sobre 
la materia. 
 
 
También se requiere la concurrencia de un segundo elemento que se llama 
imputación, en donde se debe identificar quién tiene el deber jurídico de reparar 
ese daño, primer elemento antes referido, se debe analizar si existe nexo causal 
entre el daño y la conducta del agente o actor del mismo, en donde se logre 
constatar la existencia de un deber de guarda o representación sobre este último. 
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Además de lo anterior se requiere establecer si este último tiene una 
obligación de reparar, es decir, si existen razones jurídicas en que se sustenta el 
referido deber, que alude a los títulos de imputación. 
 
 
Los títulos de imputación construidos tanto doctrinal como 
jurisprudencialmente frente a la responsabilidad del Estado son el daño especial, 
ocasionado por un actuar licito pero que desborda el equilibrio de las cargas 
públicas, el riesgo, ocasionado por un actividad que se ha sido catalogado como 
peligrosa, la falla del servicio, ocasionado por el indebido funcionamiento del 
Estado. 
 
 
Se han resaltado unas etapas dentro del proceso de imputación (Sentencia 
del 1 de marzo de 2006, Radicación número: 15001-23-31-000-1992-02402-
01(13764), Consejo de Estado, Sección Tercera), en primer lugar se alude a la 
identificación de la causa determinante del daño, es decir determinar qué produjo 
el mismo, establecer, frente al actuar del agente, si del mismo no haberse 
presentado, no se hubiera dado lugar a ese resultado lesivo, esto para entender 
que si la intervención del servidor fue la causa adecuada del daño irrogado a ese 
tercero perjudicado. 
 
 
En segundo lugar se debe atribuir la causa del daño, es decir que se debe 
identificar el agente que materialmente produjo ese daño. La persona de cuya 
acción u omisión se derivó ese daño. 
 
 
En tercer lugar debe haber una escogencia de los hechos dañinos, es decir 
verificar si la causa del daño se convierte en un hecho dañino, debe indagarse si 
el daño fue el producto de la conducta del agente y cuál fue esta.  
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En cuarto lugar se debe identificar la persona llamada a responder, que 
como ya se ha indicado, en algunos casos difiere de la persona que interviene en 
la causación material del daño., pues es claro que en algunos eventos quien debe 
responder es el mismo agente del daño y en otros es quien tiene el deber de 
cuidado sobre el mismo. 
 
Y en quinto lugar se debe descartar la existencia de causales exonerativas 
de responsabilidad como la culpa exclusiva de la víctima, el hecho de un tercero, 
fuerza mayor o caso fortuito. 
 
 
En el caso de la responsabilidad del Estado tenemos que además de la 
existencia de un daño reparable, se hace necesario que el mismo se derive de una 
omisión o acción imputable al Estado como ya se mencionó, y para serlo se 
requiere de la existencia de un nexo causal entre el actuar del Estado y el hecho 
lesivo y para el caso resultan aplicables las teorías de responsabilidad o títulos de 
imputación ya mencionados. 
 
 
Respecto a la aplicación de la cláusula general de responsabilidad del 
Estado, prevista en el artículo 90 constitucional, la Corte Constitucional ha 
resaltado de dos requisitos: 1) la existencia de un daño antijurídico y 2) que este 
sea imputable a la acción u omisión de una autoridad pública, para el efecto el 
daño antijurídico, ha sido entendido como la lesión patrimonial o extrapatrimonial 
causada en forma licita o ilícita, que el perjudicado no está en el deber de soportar 
(Sentencia C-100-2001, Corte Constitucional). 
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Ahora bien puede existir responsabilidad del Estado en donde no resulte 
individualizado el agente a través de quien se materializa el daño a reparar, no 
obstante subyace el derecho a la reparación patrimonial en favor del lesionado, 
caso en el cual no cabe la repetición. 
 
 
Lo anterior ocurriría, por ejemplo, en el caso de una responsabilidad por 
omisión, en donde si bien se determina que existió un hecho omisivo de parte de 
una entidad pública no se logra verificar a cargo de qué funcionario estaba la 
actividad específica. 
 
 
Como en el caso que se logre verificar que se acudió a una entidad como la 
Policía Nacional a solicitar protección por amenazas y la persona muere y se logra 
determinar una falla en el servicio. En dicho caso habría responsabilidad del 
Estado independientemente que no se hubiere individualizado un actuar u omisión 
atribuible a un funcionario específico de la entidad., pues se podría consolidar una 
falla en el servicio con la sola acreditación de que en efecto el perjudicado acudió 
a la Policía y puso de presente un hecho concreto de amenaza y se logre 
evidenciar que la misma no fue atendida o atendida, poniendo con este hecho 
omisivo la seguridad del ciudadano signatario.  
 
 
En los casos en que se evidencia la existencia del nexo causal entre el 
actuar del Estado, materializado por el actuar de uno de sus agentes, se da 
responsabilidad patrimonial en cabeza del Estado, pues frente al primero existe 
responsabilidad directa y frente al segundo podría hablarse de una 
responsabilidad indirecta, en la medida en que es reclamable en favor del Estado 
vía llamamiento en garantía o acción repetición.  
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Frente al nexo con el servicio, condición sine qua non cabe responsabilidad 
del estado por el actuar de sus agentes, cabe citar como ejemplo en este punto el 
caso de dos agentes de policía del Estado que le dan muerte a una persona que 
confunden con el tipo de persona que suele consumir en las calles sustancias 
psicoactivas, se encontró que dichos agentes pertenecían a un grupo que 
propinaba muertes selectivas a quienes consideraban como indeseables. 
 
 
Dicho caso fue analizado por el Consejo de Estado, en donde este señala 
que el nexo con el servicio debe existir para que el actuar del servidor público sea 
atribuible en términos de responsabilidad al Estado, en donde en el caso que se 
evidencie que la condena del Estado se derivó de un actuar doloso o gravemente 
culposo cabe la repetición. 
 
 
Allí se indicó que ostentar la calidad de servidor público no era óbice para 
considerar que de su actuar se derivara un nexo con el servicio, no obstante en el 
asunto traído como ejemplo se encuentra la existencia de este al considerarse que 
el hecho dañino era una “manifestación del servicio de mantenimiento del orden 
público y social”, razón por la cual se condena a la Nación, Ministerio de Defensa, 
Policía Nacional (Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, providencia 
del 10 de febrero de 2011, radicación 05001-23-26-000-1995-00784-01(19123)).  
 
 
Tal como se indicó, así mismo puede existir un actuar de un servidor 
público o de un particular que transitoriamente ejerza función pública que se 
constituya como la causa adecuada de un daño a un tercero, pero que por no 
guardar nexo con el servicio constituye una causal excluyente de responsabilidad 
a favor del Estado y que da lugar a una responsabilidad personal del agente actor. 
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Ahora bien, frente a la imputación al interior del Estado, es preciso 
establecer en primer lugar el tipo de vínculo que tiene esa persona que ocasiona 
con su actuar el perjuicio que debió ser reparado por el Estado y en segundo lugar 
analizar qué tipo de actividad estaba desarrollando ese agente, para verificar si en 
efecto la misma involucra al Estado o si por el contrario vincula de manera 
personal al mismo.  
 
Según lo ha mencionado la doctora María Cecilia MCausland es sus 
orientaciones académicas existe responsabilidad personal del agente del Estado, 
en el momento en que se logre determinar que el mismo no obró en el ámbito de 
cumplimiento de sus funciones sino en el exclusivo de su vida personal, actuando 
de esta manera como un tercero.  
 
 
Indica la mencionada doctora que en algunos fallos se observa la utilización 
del test de conexidad con el servicio, el cual hace referencia al nexo perceptible y 
al nexo inteligible, a fin de establecer si el hecho del agente estatal tiene o no nexo 
con el servicio y si por lo tanto el Estado puede ser condenado. 
 
 
Según lo cual el nexo perceptible a su vez se conforma de tres elementos: 
El elemento espacial, el daño se produce en el lugar destinado en que desarrolla 
la función pública a su cargo el agente del Estado, el hecho lesivo se desarrolla en 
las propias instalaciones de la entidad a la que pertenece, el elemento temporal, el 
daño se produce en el tiempo destinado para el ejercicio de su labor pública, 
dentro de su jornada laboral y el elemento instrumental, el daño se produce con un 
elemento entregado para el cumplimiento de la labor propia de su cargo, en el 
caso de los miembros de su fuerza pública el arma de dotación se constituiría su 
elemento de trabajo. 
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Por otro lado el nexo inteligible, se compone a su vez de dos variantes, el 
primero de ellos que es el elemento intencional, es decir cuál es la voluntad del 
agente, el segundo criterio es la influencia del servicio, este elemento tiene un 
carácter subjetivo, vinculado al fuero interno del agente del hecho lesivo, este 
aspecto debe desentrañar la motivación que dio lugar a la ocurrencia del hecho. 
 
 
 
Frente a la culpa personal como causal excluyente de la responsabilidad del 
Estado el Consejo de Estado ha señalado que frente a este punto se debe tener 
presente que el  actuar de un servidor público por el sólo hecho de ser tal no da 
lugar a la existencia de un vínculo con el Estado, trayendo de suyo doctrina 
extranjera que bien hace referencia a una condición adicional a la calidad del 
sujeto y por su parte determinante y es que del hecho lesivo surja del deber 
jurídico de reparar en cabeza de la administración por tratarse de una actividad 
propia de la función pública a su cargo, es decir que la actuación que haya dado 
lugar al daño se constituya en una manifestación del ejercicio del cargo (Sentencia 
del 24 de noviembre de 2005, Radicación número: 20001-23-31-000-1996-02725-
01(13305)).  
 
 
Frente al mismo asunto el doctor Juan Carlos Henao, ha señalado que para 
que haya responsabilidad del servidor público como agente del Estado se requiere 
que haya nexo con el servicio para lo cual se verifica el espacio, el tiempo, el 
instrumento, la existencia de voluntad de cumplir un servicio o si ese servicio 
impulso a cometer el daño. 
 
 
Indica que la configuración de uno de los aspectos antes mencionados no 
permite  únicos establecer la existencia del nexo con el servicio en el actuar del 
servidor público, las únicas excepciones que resaltadas en la doctrina traída en 
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mención es el factor instrumental, únicamente cuando estamos frente a la teoría 
general del depósito de bienes o personas o cuando se constante que lo que 
impulsó o motivo la producción del daño guarda relación directa con el servicio y 
existe una orden jurídica vinculante. 
 
 
Señala además los siguientes criterios para determinar quién es el llamado 
a responder: 
 
 
El primero es el criterio orgánico, de conformidad con el mismo se debe 
verificar la entidad a la que se encuentra adscrita la persona agente del daño o el 
bien utilizado, pues entendiendo cuál es el tipo de entidad, finalidades que ella 
encarna es plausible analizar si en determinado caso existe o no nexo con el 
servicio. 
 
 
El segundo criterio es el funcional en donde se debe verificar si el agente 
actor actúa bajo el ejercicio legítimo de sus competencias, derivadas del cargo 
desempeñado en la entidad pública a la que se encuentra adscrita. 
 
 
Y el tercer criterio es el decisional, según el cual se verifica en cargo de qué 
servidor se encuentra la potestad decisoria sobre la actividad generadora del 
hecho lesivo (Juan Carlos Henao). 
 
 
De conformidad con la construcción legal atinente al ejercicio de la acción 
de repetición, es claro que para su procedencia se requiera la existencia del nexo 
con el servicio en el actuar del agente del Estado que dé lugar a una condena en 
su contra. 
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Esto por haberse cumplido a su vez con los demás presupuestos que 
fundan la estructura de la responsabilidad estatal anteriormente referidos, además 
de ello se exige la existencia de dolo o de culpa grave en el actuar del agente del 
Estado, de cuya existencia se derive la causación del daño que ha debido el 
Estado Reparar.  
 
 
El dolo se ha entendido como el querer en un actuar contrario a los fines del 
servicio y la culpa lata como la consecuencia de una infracción directa a la 
constitución y la ley o de una omisión inexcusable o una extralimitación en el 
ejercicio de funciones, estableciéndose una serie de presunciones para ambos 
casos (Ley 678 de 2001, artículos 5 y 6).  
 
 
En cuanto al dolo indica que el mismo se presume cuando se ha obrado 
con desviación del poder, con falsa motivación por inexistencia sustento factico o 
normativo, cuando existe una declaratoria de responsabilidad penal o disciplinaria 
calificada como dolosa frente a los mismos hechos en que se sustenta la 
responsabilidad del Estado, cuando se expida resolución, auto o sentencia 
manifiestamente contraria a derecho dentro de un proceso judicial.  
 
 
Frente a la culpa grave, indica que la misma se presume cuando hay 
violación manifiesta e inexcusable de las normas, carencia o abuso de 
competencia para proferir decisión anulada por error inexcusable, omisión de las 
formas sustanciales o esenciales para la validez de los actos administrativos 
determinada por error inexcusable o la violación manifiesta e inexcusable del 
debido proceso en lo que concierne a detenciones arbitrarias y dilación de los 
términos de la detención física o corporal. 
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Con relación a los mencionados supuestos jurídicos se ha considerado que 
los mismos desconocen la presunción de inocencia y buena fe, así como el 
derecho a la igualdad por establecerse en éstas un tratamiento desigual al 
funcionario que se hallare vinculado en tal procedimiento administrativo (Sentencia 
C-374 de 2002). 
 
 
Frente al particular ha considerado la Corte Constitucional, que con el 
establecimiento de tales disposiciones legales no se vulnera la presunción de 
inocencia pues se trata de una responsabilidad de carácter patrimonial, escenario 
en donde se admite la presunción de culpa, a diferencia de la responsabilidad de 
tipo penal que es personal. 
 
 
Tampoco considera dicha alta corporación vulnerado el principio de la 
buena fe, pues la repetición no era una gestión que ejerciera un particular ante la 
administración, la considera como una acción tendiente a protección de la 
integridad del patrimonio público y el debido ejercicio de la función pública. 
 
 
Se encuentra que por tratarse de una presunción legal que para su 
aplicación se requiere la prueba efectiva de los hechos indicadores de la misma, 
admite prueba en contrario, con lo que se desvirtuaría la calificación de la 
conducta, elemento indispensable para la procedencia de la repetición en contra 
del agente del Estado o del Particular según el caso. 
 
 
La conclusión, es que para que haya responsabilidad del servidor público 
frente al Estado, vía acción de repetición o llamamiento en garantía se requiere en 
primer lugar que el Estado haya sido condenado o llamado a reparar un daño, y 
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que en la configuración de ese daño hubiere estado vinculado el actuar de un 
agente suyo. 
 
 
Y así mismo cuanto se tenga prueba sumaria de culpa grave o dolo del 
servidor público la entidad estatal o el ministerio público podrán solicitar el 
llamamiento en garantía de dicho agente. 
 
 
No obstante es importante resaltar que si el Estado dentro de sus 
argumentos defensivos dentro del proceso judicial administrativo llevado en su 
contra presenta la excepción de culpa exclusiva de la víctima, hecho de un 
tercero, caso fortuito o fuerza mayor como  causal excluyente de responsabilidad 
no podrá llamarse en garantía a un agente suyo con fines de repetición, pues de 
suyo ambas peticiones son contradictorias y excluyentes (Ley 678 de 2001, 
Parágrafo del artículo 19). 
 
 
Se ha indicado que la legitimación del Estado para repetir radica en el 
efectivo reconocimiento patrimonial que efectúa el Estado y la responsabilidad 
resultante de sus agentes en la comisión del daño generador de la reparación. 
 
 
La diferencia entre una y otra responsabilidad, es que el Estado responde 
frente al tercero por el daño antijurídico irrogado, asegurándose de esta manera la 
reparación al perjudicado, pues la misma se encuentra soportada en el patrimonio 
público y que frente al servidor la responsabilidad se encuentra soportada en su 
conducta, la cual debe ser calificada como dolosa o gravemente culposa y debe 
ser cometida en ejercicio de una función pública (Sentencia C – 430 de 2000). 
 
 
39 
 
4.3.2 Aplicación de la acción de repetición   
 
La acción de repetición ha sido entendida como un el mecanismo procesal 
especial con que cuenta el Estado para proteger el patrimonio público, que se 
constituye como derecho –deber del Estado de acudir ante la Jurisdicción 
Contencioso Administrativo para que se ordene el reconocimiento económico de 
parte del agente estatal que con su actuar doloso o gravemente culposo hubiere 
dado lugar a la obligación de pago a cargo del Estado (Concepto No. 069-2012  26 
de marzo de 2012, FRANCISCO MANUEL SALAZAR GÓMEZ, Procurador 
Primero Delegado ante el Consejo de Estado). 
 
 
Figura jurídica cuyo origen se encuentra soportado en el crecimiento 
progresivo en el monto de las pretensiones económicas y en el número de 
demandas en contra de las entidades estatales, el aumento en el número de las 
condenas en contra del Estado, lo que ha generado que el patrimonio público se 
encuentre expuesta ante este fenómeno.  
 
 
La rama judicial colombiana ha indicado que el número de demandas tanto 
ordinarias como administrativas en las últimas dos décadas ha tenido un 
incremento del 370% y dentro de la evaluación del funcionamiento de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, una vez verificado el comportamiento 
histórico del año 2008 al 2013 señala que a la jurisdicción ingresaron  en promedio 
de manera efectiva 169.106 procesos, para el año 2011 se llegó a una cifra de 
209.391 asuntos y para el año 2011 el número ascendió a 223.854 (Informe al 
Congreso de la República, Gestión de la Administración de Justicia año 2013).   
 
 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado dentro del informe 
sobre actividad litigiosa con corte a 30 de septiembre de 2013 indica que la Nación 
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presenta un incremento creciente desde el año 2000 del 492% en pagos de 
sentencias y conciliaciones, que atribuye a las debilidades y limitaciones en la 
capacidad de defensa legal del Estado, a 30 de septiembre de 2013 reporta un 
total de 273.399 procesos activos en contra del Estado.   
 
 
En un muestreo efectuado a los diez sectores del Estado con mayor 
cantidad de procesos activos se arroja un valor total de las pretensiones de 
$126.879.364 pesos, esto para ilustrar la magnitud de la problemática frente a las 
falencias en la prevención del daño antijurídico al interior de las entidades 
públicas, sin traer a cuenta los valores ya pagados por el Estado y los que se 
encuentran proyectados hasta 2013, que comprometen notablemente el 
presupuesto General de la Nación (Informe Consejo Directivo, Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado). 
 
 
En estudio efectuado, tendiente a determinar los factores de eficacia e 
ineficacia de la acción de repetición en Colombia (Aljach Rayo et. Al., 2009), se 
establece que la misma es eficaz, atribuyendo dicho resultado a los vacíos legales 
existentes frente a la aplicación de la acción de repetición, falta de compromiso de 
los representantes legales y desconocimiento  sobre la mencionada acción y 
omisión en el control a estas entidades. 
 
 
Además de lo anterior se resaltan las exigencias formales efectuadas por el 
Consejo de Estado para la procedencia de la mencionada acción patrimonial, el 
elevado monto de las condenas y la omisión en el control de las entidades 
estatales. 
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Así mismo se han resaltada como obstáculos para el debido ejercicio de la 
acción de repetición la dificultades de las entidades públicas para recopilar 
pruebas, establecer cuál era el manual de funciones aplicable para el servidor en 
la época de los hechos, dificultades en la individualización de los funcionarios  
presuntamente responsables, encontrase ineficaz la acción de repetición 
(Calderón y Pérez, 20011) 
 
 
Se evidenció un bajo número de acciones de repetición presentadas y la 
recuperación de los dineros del Estado han sido mínimas de acuerdo con el 
balance de condenas impuestas en contra del Estado. 
 
 
El mencionado estudio en sus conclusiones finales resalta lo señalado por 
el doctor Leonardo Augusto Torres Calderón en el artículo denominado se justifica 
la acción de repetición, en los comentarios críticos realizados a la ley 678 de 2001, 
frente a las restricciones observadas frente al ejercicio de la acción de repetición  
así: 
 
“1) El que el acta de comité de conciliación o su autorización constituya un 
requisito de procedibilidad hace que la decisión del comité no sea muy objetiva, ya 
que este se conforma de funcionarios del nivel directivo, que designa el mismo jefe 
de la entidad generando con este un vínculo de dependencia que impide a 
cabalidad la toma de la decisión, así mismo, se tendrá la tendencia de conceptuar 
la procedibilidad contra ex jefes de la entidad especialmente por razones políticas 
y contra funcionarios operativos de bajo rango o subalternos de parte de 
funcionarios del nivel directivo.  
 
 
2) El comité de conciliación en algunas ocasiones se ve cohibido a 
conceptuar favorablemente, cuando de su estudio se desprende que en muchos 
casos la condena contra la entidad estatal se debe en gran parte a la falta de una 
276 adecuada defensa dentro del proceso de responsabilidad estatal de parte de 
las entidades, desviando de esta manera la determinación de responsabilidad del 
funcionario por dolo o culpa grave.  
 
 
42 
 
3) Los comités de conciliación al momento de su estudio encuentran que 
aunque pueden existir indicios de la responsabilidad de los agentes, al momento 
del ejercicio de la acción de repetición y luego del fallo de responsabilidad 
patrimonial en contra del Estado, la mayor parte de pruebas documentales y 
testimoniales (especialmente en casos de desviación del poder) ya son muy 
difíciles y por no decirlo imposibles de recaudar dado especialmente la situación 
actual de los archivos de las entidades públicas del Estado Colombiano. 
 
 
4) Por su parte en el caso del llamamiento en garantía, se aqueja el que 
existan las restricciones consagradas por el artículo 19 de la ley 678 de 2001ya 
que en un solo hecho, pueden varias causas que pueden ser eficientes.(sic) 
 
 
5) Por ultimo señala el autor, que pese a que algunos comités de 
conciliación ordenan el inicio de las acciones, los jefes de las entidades públicas 
no asignan recursos a sus apoderados para atender las cargas procesales y 
económicas que amerita el ejercicio de las mismas con lo cual se ve truncado el 
ejercicio de la acción.” 
 
 
Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones resalta el estudio como 
principales obstáculos para la presentación de la acción los siguientes:  
 
1. Cumulo de trabajo de los miembros  
2. Altos costos políticos.  
3. Grado de dependencia jerárquica  
4. Enemistad o amistad con los implicados 
5. Personal poco preparado  
5. Ausencia de prueba de dolo o culpa grave  
5. Desconocimiento de las normas  
6. Falta de sinergia entre la administración y los comités de conciliación  
 
 
Resalta así mismo como principales obstáculos frente a la prosperidad de 
las demandas resalta el estudio las siguientes causales:  
 
1. Caducidad de la acción 
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2. Falta de prueba dentro de los procesos judiciales,  
3. falta de defensa judicial,  
4. Indebida identificación del dolo y culpa grave  
 
Frente a la no recuperación del monto trae como principales factores 
determinantes, los siguientes: 
 
1. Exagerados montos en las condenas 
2. Ausencia de medidas cautelares 
3. Condiciones económicas del agente 
4. Insolvencia de los agentes estatales condenados 
 
 
Para dar cumplimiento a los presupuestos legales requeridos para la 
procedencia de la acción se requiere contar con copia autentica de la sentencia 
ejecutoriada que ordena a la entidad pública efectuar el pago o de los actos 
administrativos correspondientes. 
 
 
Es preciso aclarar que las copias simples de las sentencias condenatorias 
no han considerado prueba idónea para acreditar la obligación dineraria 
generadora del reconocimiento económico que soporta la acción de repetición 
(Corte Constitucional, sentencia C – 023 de 1998).  
 
 
Así mismo se requiere de la acreditación del pago total y efectivo, 
adjuntando para el efecto el certificado del pagador, tesorero o servidor público 
que cumpla tales funciones, así como las respectivas constancias de paz y salvo 
de la obligación dineraria contraída del acreedor en donde conste que se 
recibieron de parte de la entidad pública los dineros a entera satisfacción.  
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Para el efecto, además de la respectiva certificación de pago, los recibos, 
consignaciones, paz y salvo, se requiere comprobante de egreso que permita 
dilucidar que en efecto el pago en realidad se realizó y acreditación de que el 
mismo satisfizo en su totalidad los requerimientos establecidos en la obligación de 
pago correspondiente, lo cual se consolida con la debida constancia por parte del 
acreedor de que efectivamente recibió los dineros adeudados por tal concepto y 
que la administración se encuentra a paz y salvo por tal concepto (Sentencia del 
Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C del 9 de diciembre de 2006, 
Radicación número: 11001-03-26-000-2003-00037-01(25361)). 
 
 
Por otro lado, frente a la calificación subjetiva que determina la 
responsabilidad del agente: se requiere de la acreditación del actuar doloso o 
gravemente culposo del agente del Estado o del hecho en  que sustenta las 
presunciones legales de tales calificaciones subjetivas, o en caso de no tratarse 
de una conducta cobijada con tal presunción deberá acreditarse la concurrencia 
del dolo o culpa grave en el actuar del agente del Estado.  
 
 
Para la definición del dolo y culpa grave se ha recurrido a las definiciones 
del artículo 63 del código civil, comparando con el modelo de buen servidor 
público, y en virtud al principio praesumptio sumitur ex eo quod plerumque fit, se 
crean presunciones, que más que presunciones se han entendido como la 
determinación  de unos hechos como dolosos y otros gravemente culposos, para 
facilitar la configuración de este requisito, tomándose como verdadero que los 
mismos tienen tal calidad sino se probare de otra manera de acuerdo con las 
reglas de la experiencia y las mismas constituyen una enunciación de hipótesis no 
completa para que haya lugar a la procedencia de una responsabilidad frente al 
Estado (Sentencias C778 de 2003 y Sentencia C374 de 2002, Corte 
Constitucional Colombiana). 
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Cuando la acción de Repetición o llamamiento en garantía se derive de la 
responsabilidad del Estado, en virtud de la declaratoria de nulidad de un acto 
administrativo, se debe acreditar la culpabilidad del agente, bajo la modalidad de 
dolo o culpa grave, así la causal que sustente la decisión condenatoria hubiere 
sido desviación del poder en aplicación al principio de debido proceso y derecho 
de defensa, en el caso en que se considera este aspecto se niega la repetición 
porque en primer lugar no hubo claridad en la calificación pues en los argumentos 
esbozados por el Estado había existido contradicción y falta de claridad pues se 
aducía la existencia del dolo y en otros apartes se hacía referencia a la culpa 
grave, y por otra parte el sustento de la acción era la declaratoria de nulidad por 
desviación del poder aportando copia simple, que no tenía valor probatorio, por lo 
que no se había acreditado el hecho indicador o sustento factico que antecedía a 
la desviación del poder, en este caso se encontró que no se probó el actuar doloso 
o gravemente culposo del agente del Estado (Sentencia C-778 de 2003 Corte 
Constitucional y Sentencia del 3 de octubre de 2007, expediente 24844 Consejo 
de Estado).  
 
 
Así mismo deberá demostrarse probatoriamente la calidad del agente del 
Estado al que se le pretende imputar dicha responsabilidad., a fin de establecer el 
vínculo que este tiene frente al Estado (Sentencia del Consejo de Estado, Sección 
Tercera, Radicación: 52001-23-31-000-1998-00150-01 (17482) del 31 de agosto 
de 2006). 
 
Los anteriores condicionamientos han sido por regla general el sustento 
tomado por el Consejo de Estado para descartar la procedencia de la acción de 
repetición, cuando esta se ha instaurado pues se ha evidenciado que pese a 
existir precedente jurisprudencial las entidades públicas han omitido tales 
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requerimientos, esto aunado a la omisión que se pueda presentar frente a la 
interposición oportuna de la acción ante la jurisdicción administrativa.  
 
 
4.3.3 Exigibilidad del deber de repetir 
 
 
La defensa del patrimonio público como derecho e interés colectivo debe 
ser salvaguardado con prolijidad en tal virtud por parte del Estado, quien a las 
voces de los postulados de la democracia representativa debe encarnar de 
representación activa frente a los intereses que atañen al poder soberano popular 
en pro de la garantía de cumplimiento del principio de moralidad administrativa 
(Apelación de Sentencia Popular del 22 de abril de 2010, Consejo de Estado, 
Sección Primera, Radicación número: 52001-23-31-000-2004-01625-01(AP)), esto 
tiene gran significancia bajo la óptica del origen del poder público en nuestro país 
y en el mundo.   
 
 
Esto de igual manera ligado al principio de eficacia, en virtud del cual se 
debe propender con el efectivo cumplimiento de los fines esenciales del Estado y 
en atención a dichos pilares debe contarse con el patrimonio suficiente que 
permita atender materialmente las necesidades que aqueja a la sociedad.  
 
Bajo este entendido y en vista del acrecentamiento del ámbito de 
responsabilidad Estatal establecido a través de la historia y en virtud a la gran 
cantidad de condenas en contra de las entidades públicas se encontró loable 
establecer tanto constitucional como legalmente la obligatoriedad de incoar la 
acción de repetición o el llamamiento en garantía para los eventos en que en la 
causación determinante del daño hubiere intervenido un agente del Estado en 
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cumplimiento de una función pública, siempre que se configure la calificación 
subjetiva de la conducta fijada por el legislador y el constituyente primario. 
 
 
Es por ello que la Constitución Política colombiana señala expresamente 
que existe el deber del Estado de repetir en contra de sus agentes, cuando este 
ha sido condenado por el actuar doloso o gravemente culposo por parte de estos 
(Constitución Política de Colombia, artículo 90 inciso 2), el mismo es ratificado por 
la ley 678 de 2001, que determina que a través del ejercicio de la acción de 
repetición se establecerá la responsabilidad patrimonial no solo de los servidores y 
ex servidores públicos sino también de los particulares en el desempeño de 
funciones públicas. 
 
 
Así mismo se vincula legalmente tanto al comité de conciliación (artículo 75 
de la ley 446 de 1998) de las entidades públicas como a los representantes 
legales de las mismas cuando estos no existan, estableciendo como deber 
especial a su cargo, de adoptar una decisión debidamente soportada respecto a la 
procedencia o no de mencionada acción 
 
 
La referida disposición legal, frente al concepto previsto en el postulado 
constitucional de condena como presupuesto para la procedencia de la acción de 
repetición, indica que la misma comprende todo el reconocimiento indemnizatorio 
que ha debido asumir el ente público, sea por condena, por conciliación u otra 
forma de terminación del conflicto. 
 
 
Así mismo se estable en dicha normatividad para la entidad pública la 
obligatoriedad de presentar la acción de repetición o el llamamiento en garantía 
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cuando se cumplen los postulados previstos en el inciso segundo del artículo 90 
constitucional (Ley 678 de 2001, artículo 4). 
 
 
Señala además que el incumplimiento a dicho deber constituye falta 
disciplinaria, así mismo establece un término máximo de seis meses, contados a 
partir del último pago que la entidad pública efectuare, para ejercitar la acción de 
repetición. 
 
 
Vencido dicho plazo le otorga la facultad de presentar la demanda de 
repetición al Ministerio Público (Artículo 8 de la ley 678 de 2001) y el Ministerio de 
Justicia y del Derecho, a través de la Dirección Jurídica y del Derecho (Artículo 6 
de la ley 1474 de 2011, actual Estatuto Anticorrupción) sea de oficio o a solicitud 
de parte, interesado en velar por el interés público que protege la acción retributiva 
a que se ha hecho referencia, la cual no es desistible, por tratarse de una acción 
pública que atañe un interés general, con una caducidad de 2 años contados a 
partir del último pago efectuado o si no se hubiere efectuado el pago el termino en 
que fuere ejecutable la sentencia (Artículo 11 de la ley 678 de 2001). Para 
presentar la mencionada acción debe agotarse el requisito previo de procedibilidad 
de la conciliación (Artículo 11 de la ley 678 de 2001).  
 
 
El mencionado término de caducidad fue analizado por la Corte 
Constitucional, encontrándolo exequible pues se basa en la necesidad del 
conglomerado social de obtener seguridad jurídica, en evitar la paralización del 
tráfico jurídico  y propender por la eficiencia de la administración al señalar plazos 
perentorios para acudir a la jurisdisdicción contencioso administrativa a reclamar el 
reintegro de lo pagado (Corte Constitucional sentencia C – 394).   
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El Procurador General de la Nación, Director del Ministerio Público tiene 
constitucionalmente asignada la función de intervención judicial cuando sea 
necesario proteger el patrimonio público (Artículo 277 numeral 7 de la Constitución 
Política de Colombia), para actuar tanto directamente como a través de sus 
delegados y agentes, para el caso esta función se encuentra a cargo de los 
Procuradores delegados y Procuradores judiciales administrativos (Artículos 27 y 
44 del Decreto 262 de 2000). 
 
 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, fue creada para 
garantizar la eficiencia en la defensa de la Nación y del Estado, dentro de sus 
pilares fundamentales se encuentra la protección efectiva del patrimonio público.  
 
 
Es preciso aclarar que la omisión de parte de la entidad pública para 
presentar la acción de repetición en los términos ya previstos, generara la 
responsabilidad disciplinaria la cual se estudiará en el acápite subsiguiente. 
 
 
Siendo muy clara la normatividad reguladora de la responsabilidad 
patrimonial del servidor público es preciso pasar a verificar cuáles son los 
presupuestos básicos para la procedencia de la acción de repetición, determinante 
para establecer desde cuando surge el deber de incoar la acción respectiva.  
 
El nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo ha establecido con claridad los siguientes elementos 
preponderantes para la existencia de una responsabilidad patrimonial del agente o 
particular investido del ejercicio de una función pública vía acción de repetición, 
que es preciso resaltar, los cuales a su vez han sido analizado por la 
jurisprudencia.    
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El primero de los requisitos es que el estado hubiere sido o condenado a 
reparar los daños antijurídicos, que con su acción u omisión, hubieren sido 
ocasionados a un particular o vinculado al reconocimiento de una indemnización 
del daño en virtud a una conciliación u otro medio de terminación del conflicto.  
 
 
Se requiere de la existencia una obligación de pago, sea por condena 
judicial,  conciliación u otra forma de terminación del conflicto fijado en un acta o 
providencia en donde conste de su destinatario de la misma es el Estado. 
 
 
En segundo lugar se requiere que en efecto el Estado hubiere efectuado el 
pago de los dineros previamente determinados en la condena o acta conciliatoria o 
constancia de negociación alternativa, por concepto de reparación frente al 
perjuicio ocasionado por un agente suyo. 
 
 
La entidad debió haber pagado de manera total y efectiva la indemnización 
de perjuicios al tercero perjudicado y accionante en contra del Estado, victorioso 
dentro de la contienda jurídica por tener en su favor la protección de parte del 
ordenamiento jurídico.  
 
En tercer lugar es preciso que el daño antijurídico que dio lugar al pago de 
la indemnización a que se refieren los elementos referidos anteriormente, haya 
sido el resultado, en todo o en parte, de la actuación de un funcionario o ex 
funcionario de la entidad, en ejercicio de sus funciones o de un particular en 
ejercicio de una función pública. 
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Es imprescindible entonces la relación causal entre la declaratoria 
administrativa o el reconocimiento económico asumido por el estado y el actuar de 
una persona que ostente la calidad de agente suyo, siempre y cuando la actividad 
por este desarrollado hubiere estado enmarcada dentro de su órbita funcional 
estrechamente ligada con el fin público de la entidad estatal. 
 
 
En cuarto lugar se requiere que la conducta de ese servidor, ex servidor del 
Estado o particular en ejercicio de una función pública hubiere sido dolosa o 
gravemente culposa.  
 
 
La culpa grave ha sido entendida como una negligencia grave, también 
llamada culpa lata, consistente en no manejar los negocios ajenos con aquel 
cuidado que aun las personas negligentes o de poca prudencia suelen emplear en 
sus negocios propios. El dolo por su parte ha sido definido como la intención 
positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro (Artículo 63 del Código 
Civil Colombiano, ley 57 de 1887). 
 
 
Se ha señalado que los requisitos objetivos para la procedencia de la 
acción de repetición son: La calidad de agente y la conducta determinante del 
daño a un tercero, la condena u obligación de pago generada y el pago efectuado 
por el Estado. 
 
Por otro lado el requisito subjetivo es la calificación dolosa o gravemente 
culposa de la conducta del agente, no obstante tal diferenciación la carga de la 
prueba para ambos corre por cuenta del Estado (SECCION TERCERA, 
SUBSECCION C, CONSEJO DE ESTADO, Consejera ponente: OLGA MELIDA 
VALLE DE LA HOZ, treinta (30) de marzo de dos mil once (2011) Radicación 
número: 25000-23-26-000-2001-00975-01(36549)). Ha mencionado el Consejo de 
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Estado que para analizar la culpabilidad subjetiva del servidor público se debe 
analizar cuál era el deber funcional que se encontraba a cargo del mismo y si 
frente a este hubo un incumplimiento. 
  
 
Para establecer la existencia de culpa grave se debe verificar si respecto de 
las obligaciones funcionales a cargo, descritas tanto en los reglamentos y 
manuales (Sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, de fecha 28 de 
abril de 2010, Consejera ponente: MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR, 
Radicación número: 52001-23-31-000-1997-08809-01(17320)) como en la ley, se 
presentó un incumplimiento grave, adjetivo complejo, pues se trata de un elemento 
de carácter subjetivo o sí pudo prever la irregularidad en la que incurriría y el daño 
que podría ocasionar, y aun así no lo hizo, o confió en poder evitarlo” (Sentencia 
del Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C del 13 de abril de 2001, 
Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE LA HOZ, Radicación número: 
25000-23-26-000-2004-02301-01(36539)) 
 
 
Y para descartar la presencia del dolo se debe analizar si dicho 
incumplimiento se ocasionó debido a una actuación consciente del agente con 
conocimiento pleno de sus actos y su repercusión y voluntaria.  
 
 
La Corte Constitucional ha señalado que surge el deber de repetición contra 
el agente del Estado cuando esta actuado abiertamente en contra del 
ordenamiento jurídico o con la intención positiva de inferir un daño o 
desconociendo deliberadamente los derechos fundamentales reconocidos por el 
Estado. 
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Así mismo procede este cuando exista un error de conducta en que no 
hubiere incurrido otra persona en el ejercicio del mismo cargo, pues señala que en 
todos estos presupuestos existe un desconocimiento tanto a la constitución como 
a la ley, los reglamentes y a los intereses de la comunidad (Corte Constitucional, 
Sentencia C-484 del 25 de junio de 2002,  expedientes D-3824, D-3827, D3812 y 
D-3833, acumulados). 
 
 
Encontrándose por tanto procedente que en la misma sentencia en que se 
determine la responsabilidad del estado se verifique el actuar de su agente, pues 
muchas de las pruebas que se recauden serán de utilidad para ambas 
investigaciones (Corte Constitucional, sentencia T-950 A del 16 de diciembre de 
2009, expediente T-2.093.387).  
 
 
Así mismo se ha considerado que las presunciones de dolo y culpa grave 
previstas por el legislador nos son las únicas conductas de las que puede 
deducirse su configuración, existiendo libertad del juez de apreciar la misma en 
otras conductas y únicamente que fija una individualización que no influye en la 
determinación de la responsabilidad patrimonial del accionado (Corte 
Constitucional, sentencia C-455  del 12 de junio de 2002, expediente D-3826). 
 
 
Es importante aclarar que pese a que no se haya producido la condena 
existe la figura del llamamiento en garantía, la cual por economía procesal 
procede cuando el proceso de responsabilidad contra el estado se encuentra en 
curso (León Benavides, 2001).  
 
 
La solicitud de vinculación del agente al proceso para la garantía del pago 
de la obligación deberá hacerla el Estado dentro del trámite procesal de la 
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demanda administrativa iniciada en su contra, también pude hacerlo el Ministerio 
Público (Artículos 19 y 20 de la ley 678 de 2001). 
 
 
Se ha señalado que esta figura procesal es un medio para que el Estado 
pueda cumplir el deber de incoar la repetición en contra del agente que 
ocasionado el daño que ha debido, cuando este ha actuado con dolo o culpa 
grave y que más que vulnerarse el derecho  de defensa del vinculado, lo garantiza 
a plenitud porque le otorga la posibilidad, antes de existir sentencia condenatoria, 
de demostrar la legitimidad y legalidad de su actuación e intervenir dentro de todo 
el trámite judicial.  
 
 
Y se ha señalado que para efectos de garantizar los derechos de defensa y 
contradicción al tercero vinculado, la solicitud de llamamiento deberá efectuarse 
dentro del término de fijación en lista por cuanto debe efectuarse en la etapa Litis 
contestatio del proceso y antes del inicio de la etapa probatoria (Corte 
Constitucional, Sentencia C-484 del 25 de junio de 2002,  expedientes D-3824, D-
3827, D3812 y D-3833). 
 
 
Frente al deber impuesto a los Comité de Conciliación de las entidades 
públicas se ha indicado que el estudio sobre sobre su procedencia de la acción de 
repetición debe obrar en constancia expresa y justificada, y se debe efectuar 
siempre que se condene al Estado a la reparación patrimonial (Decreto 1214 de 
2000, articulo 5 numeral 6).  
 
 
Para que sea posible la elaboración del mencionado análisis, el 
representante legal de la entidad condenada debe remitir al mencionado comité, la 
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documentación relativa la obligación asumida y su cumplimiento  el día siguiente al 
que se haya efectuado el pago pago final de dicha acreencia. 
 
 
A partir de dicho envío el comité de conciliación cuenta con tres meses para 
adoptar la decisión motivada frente a la procedencia o no procedencia de la acción 
de repetición en cada caso concreto. 
 
 
Dicho estudio procede de igual manera para la determinación de la 
procedencia del llamamiento en garantía con fines de repetición, no obstante dicho 
estudio le corresponderá a los apoderados designados para efectuar la defensa 
del ente público dentro de un proceso de responsabilidad patrimonial (Decreto 
1214, artículo 12).  
 
 
A manera ilustrativa el Consejo de Estado ha citado algunas actividades 
que los comités pueden adelantar para determinar la procedencia de la acción de 
repetición así:  
 
• Verificar, si el fundamento de la responsabilidad imputada al Estado, fue el 
dolo o la culpa grave del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio 
de funciones públicas.  
• Corroborar si la conducta del agente se subsume en alguna de las 
presunciones de dolo o culpa grave descritas en la ley 678 de 2001.  
• Examinar si se dan los supuestos fácticos en que se basan las 
presunciones legales.  
• Recaudar las pruebas con que cuenta la entidad, para que obren en la 
demanda que al efecto se instaure.  
• Analizar los aspectos procesales previstos en la ley, en particular, el relativo 
a la caducidad de la acción.  
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Frente al particular ha traído el Consejo de Estado, lo dispuesto en el 
concepto radicado bajo el No. 04241 del 8 de abril de 2003, emitido por la 
Dirección de Defensa Judicial de la Nación, del Ministerio del Interior y de Justicia, 
y que es procedente traer textualmente al presente estudio así: 
 
“La decisión del comité de conciliación sobre la viabilidad de una acción de 
repetición puede ser positiva o negativa pero siempre motivada dejando 
constancia de esto. El análisis de procedibilidad abarca dos aspectos: el 
substancial y el procesal. El substancial verifica la comparecencia de dos 
requisitos: el daño en contra de la entidad por el pago de una sentencia 
condenatoria de carácter indemnizatorio o de una conciliación debidamente 
aprobada y el segundo el indicio de culpa grave o dolo por parte del servidor, para 
tal fin la Oficina Jurídica deberá recopilar todos los medios probatorios para 
constatar la presencia de estas exigencias. Bajo éstos parámetros el comité 
evaluará la prosperidad de las posibles pretensiones decidiendo si es acertado o 
no la interposición de la acción patrimonial de responsabilidad ya que mal haría la 
entidad afectada en iniciar una acción en la cual de antemano se sabe que 
desgastaría la administración de justicia. Procesalmente, es esencial constatar que 
no haya operado la caducidad. 
 
 
En consecuencia, para el particular, tal responsabilidad recaerá 
directamente sobre el Comité de Conciliación del Departamento (...) el cual deberá 
realizar el análisis estipulado y recopilar todo el acervo probatorio que sea 
necesario para realizar el estudio de viabilidad y garantizar el éxito de la acción, en 
cada caso avalar esta última posibilidad." 
 
 
Del mismo se desprende que en efecto existe directa responsabilidad del 
Comité de Conciliación en el éxito de una acción de repetición, pues para ello se 
requiere de un análisis detallado de las circunstancias específicas que rodea cada 
caso, el cual permita con claridad determinar si se cumplen con los presupuestos 
legales para que en efecto la acción resarcitoria pueda llevarse a feliz término.  
 
 
Así mismo ha señalado la alta corporación administrativa que cuando se 
está en presencia de dolo o culpa grave surge la obligación de iniciar el proceso, 
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sin que ello implique la prosperidad de la acción, pues todo dependerá de si el 
demandado logra desvirtuar tal presunción 
 
 
No obstante se indicó que en estos casos el estudio del comité debe 
dirigirse a demostrar  la real ocurrencia de los hechos en que se sustenta la 
mencionada presunción legal (Concepto del Consejo de Estado, Sala de Consulta 
y Servicio Civil de fecha: 28 de abril de 2005. Radicación No. 1634).   
 
 
La Procuraduría General de la Nación en el marco de sus funciones de 
preventivas y de intervención judicial dispuso la creación de Grupo Fortalecimiento 
de la Gerencia Jurídica Pública (Resolución No. 381 del 4 de octubre de 2004, 
modificada por la Resolución 083 del 7 de abril de 2006), así mismo ha efectuado 
seguimiento a los Comité de Conciliación de las entidades de derecho público del 
orden nacional, departamental, distrital, municipal y entes descentralizados de 
estos mismo niveles y representantes legales de las entidades que no cuentan con 
dichos comité frente al cumplimiento de las funciones a su cargo, entre ellas la ya 
mencionada (Circular 0011 del 8 de marzo de 2007). 
 
 
Frente al deber de repetir a cargo de la entidad pública condenada es 
preciso resaltar que según lo ha señalado el Consejo de Estado de manera 
primigenia la tiene únicamente la misma, por el término de seis meses, no 
obstante pese a que hubiere vencido dicho plazo el Estado no pierde la legitimidad 
para demandar. 
 
 
Vencido dicho plazo legal se otorga dicha legitimación a las autoridades 
estatuidas para velar por la defensa del patrimonio público, no obstante tal 
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disposición no debe entenderse como perdida de legitimación para incoar la 
acción de repetición a partir del vencimiento del término aludido en la norma.  
 
 
Esta disposición resalta con claridad las consecuencias derivadas del 
incumplimiento al plazo fijado por el legislador para la entidad condenada, porque 
pese a que la caducidad de la acción es de dos años, lo que se pretende con tal 
disposición es efectuar un requerimiento positivo a la celeridad que le deben 
imprimir los encargados de repetir para el adelantamiento de dicho trámite.    
 
 
Sobre este punto recuerda la alta corporación que la acción de repetición no 
es una liberalidad de la entidad condenada, sino una obligación de la misma 
tendiente a la guarda del interés público, razón que justifica el plazo perentorio de 
6 meses (Auto del Consejo de Estado, Sección Tercera, de fecha 20 de noviembre 
de 2003. Radicación: 8500123310002002006001 (23052)). 
 
 
Es claro entonces que el deber de repetición surge entonces  a partir de la 
condena proferida en contra del Estado, cuando el daño a que alude dicha 
declaratoria se configura como consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa del Estado, o cuando el Estado asuma la obligación de pago, en virtud a 
la misma causa. 
 
 
Desde dicho momento y a partir del efectivo pago que efectúa la 
condenada, surge el deber de repetición por parte del representante legal de la 
entidad pública que de su patrimonio, debió pagar los perjuicios derivados de un 
actuar reprochable de un servidor suyo. 
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Análisis de Derecho Comparado: Acción de Repetición – España – Ecuador 
 
 
CATEGORÍAS ESPAÑA ECUADOR 
LEY 
La Administración 
correspondiente, cuando 
hubiere indemnizado a los 
lesionados, exigirá de oficio 
de sus autoridades y demás 
personal a su servicio la 
responsabilidad en que 
hubieran incurrido por dolo, o 
culpa o negligencia graves, 
previa instrucción del 
procedimiento que 
reglamentariamente se 
establezca. 
Para la exigencia de dicha 
responsabilidad se 
ponderarán, entre otros, los 
siguientes criterios: el 
resultado dañoso producido, 
la existencia o no de 
intencionalidad, la 
responsabilidad profesional 
del personal al servicio de las 
Administraciones públicas y 
su relación con la producción 
del resultado dañoso”. 
El Art. 20 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional dispone: 
  
“Art. 20.- Responsabilidad y 
repetición.- Declarada la violación 
del derecho, la jueza o juez deberá 
declarar en la misma sentencia la 
responsabilidad del Estado o de la 
persona particular. 
  
En el caso de la responsabilidad 
estatal, la jueza o juez deberá 
remitir el expediente a la máxima 
autoridad de la entidad 
responsable para que inicie las 
acciones administrativas 
correspondientes, y a la Fiscalía 
General del Estado en caso de que 
de la violación de los derechos 
declarada judicialmente se 
desprenda la existencia de una 
conducta tipificada como delito. Si 
no se conociere la identidad de la 
persona o personas que 
provocaron la violación, la jueza o 
juez deberá remitir el expediente a 
la máxima autoridad de la entidad 
pública para que determine sus 
identidades”. 
  
También hay que tener muy en 
cuenta en el trámite de la acción 
de repetición en materia 
constitucional, los siguientes 
principios: 
  
El Art. 2 de la ley antes 
mencionada dispone: 
  
“Art. 2.- Principios de la justicia 
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constitucional.- Además de los 
principios establecidos en la 
Constitución, se tendrán en cuenta 
los siguientes principios generales 
para resolver las causas que se 
sometan a su conocimiento: 
1.     Principio de aplicación más 
favorable a los derechos.-Si hay 
varias normas o interpretaciones 
aplicables a un caso concreto, se 
debe elegir la que más proteja los 
derechos de la persona. 
2.     Optimización de los principios 
constitucionales.- La creación, 
interpretación y aplicación del 
derecho deberá orientarse hacia el 
cumplimiento y optimización de los 
principios constitucionales. 
3.     Obligatoriedad del precedente 
constitucional.- Los parámetros 
interpretativos de la Constitución 
fijados por la Corte Constitucional 
en los casos sometidos a su 
conocimiento tienen fuerza 
vinculante. La Corte podrá alejarse 
de sus precedentes de forma 
explícita y argumentada 
garantizando la progresividad de 
los derechos y la vigencia del 
estado constitucional de derechos 
y justicia. 
4.     Obligatoriedad de administrar 
justicia constitucional.- No se 
puede suspender ni denegar la 
administración de justicia por 
contradicciones entre normas, 
oscuridad o falta de norma jurídica. 
Art. 12.- Comparecencia de 
terceros.- Cualquier persona o 
grupo de personas que tenga 
interés en la causa podrá presentar 
un escrito de amicus curiae que 
será admitido al expediente para 
mejor resolver hasta antes de la 
sentencia. De creerlo necesario, la 
jueza o juez podrá escuchar en 
audiencia pública a la persona o 
grupo interesado. 
  
Podrán también intervenir en el 
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proceso, en cualquier estado de la 
causa, como parte coadyuvante 
del accionado, cualquier persona 
natural o jurídica que tuviere 
interés directo en el mantenimiento 
del acto u omisión que motivare la 
acción constitucional”. 
  
REQUISITO PREVIO ANTES DE 
PRESENTAR LA DEMANDA 
  
El Art. 69 de la Ley citada dispone: 
  
“Art. 69.- Investigación previa a la 
demanda.-La máxima autoridad de 
la entidad deberá determinar, 
previa a la presentación de la 
demanda, la identidad de las 
personas presuntamente 
responsables de la violación o 
violaciones de derechos. La 
máxima autoridad de dicha 
institución estará obligada a 
identificar al presunto o presuntos 
responsables, aún en el caso de 
que ya no continúen trabajando 
para dicha institución. 
  
De no determinarse la identidad de 
los presuntos responsables, la 
Procuradora o Procurador 
presentarán la demanda en contra 
de la máxima autoridad de la 
entidad. En caso de existir causal 
de imposibilidad para la 
identificación o paradero del 
presunto o presuntos responsables 
de la violación de derechos, la 
máxima autoridad de la institución 
podrá alegarla en el proceso de 
repetición. 
  
En caso de existir un proceso 
administrativo sancionatorio, al 
interior de la institución accionada, 
en el que se haya determinado la 
responsabilidad de la persona o 
personas contra quienes se debe 
interponer la acción de repetición, 
servirá de base suficiente para 
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iniciar el proceso de repetición. 
  
 La investigación prevista en este 
artículo no podrá extenderse por 
más del término de veinte días, 
transcurrido el cual la máxima 
autoridad de la entidad o la 
Procuradora o Procurador General 
deberá presentar la demanda”. 
  
REQUISITOS DE LA DEMANDA 
  
La acción de repetición, al ser 
presentada a través de una 
demanda, debe contener los 
requisitos señalados en el Art. 70 
de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, que dispone: 
Art. 70.- La demanda de repetición 
deberá contener: 
  
1.     El nombre y el apellido de la 
persona demandada o 
demandadas y la determinación de 
la institución que provocó la 
violación de derechos. 
  
2.     Los antecedentes en los que 
se expondrá el hecho, los 
derechos violados y la reparación 
material realizada por el Estado. 
  
3.     Los fundamentos de hecho y 
derecho que sustentan la acción 
de repetición. 
  
4.     La pretensión de pago de lo 
erogado por el Estado por 
concepto de reparación material. 
  
5.     La solicitud de medidas 
cautelares reales, si fuere 
necesario. 
  
 
JURISPRUDENCIA 
Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Zamora de 7 de 
mayo de 19999. El 
Ayuntamiento de Melgar de 
CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 
SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL  
JUE A PONENTE: DRA. MAR A 
ROSA MERCH N LARREA Quito, 
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Tera había demandado al ex 
Alcalde de este Municipio 
reclamándole las cantidades 
satisfechas, en concepto de 
indemnización y costas 
procesales, por los daños 
que al arrendatario de cierta 
finca había ocasionado una 
orden de forestación dictada 
por aquél cuando ostentaba 
la alcaldía. La Audiencia 
declaró la incompetencia del 
orden jurisdiccional civil para 
conocer de la pretensión 
formulada. El Ayuntamiento 
debía haber ejercido la 
acción de regreso a través 
del procedimiento 
administrativo contemplado 
en el artículo 146 de la Ley 
30/1992, siendo irrelevante el 
hecho de que el causante del 
daño hubiese perdido ya su 
condición de Alcalde. 
La Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de la 
Comunidad Valenciana (Sala 
de lo Contencioso-
administrativo, Sección 2ª) de 
25 de julio de 200510, en 
cambio, resuelve un caso en 
el que lo que se impugnaba 
era la falta de ejercicio de la 
acción. La Sentencia 
desestima el recurso 
contencioso-administrativo 
interpuesto por un Concejal 
del Ayuntamiento de La Vila-
Joiosa contra un acuerdo del 
Pleno que desestimaba su 
solicitud de que se utilizara la 
acción de regreso contra el 
Alcalde y otros dos 
Concejales por los daños que 
a la Corporación había 
ocasionado el despido 
improcedente de un 
trabajador. El Tribunal 
considera que aquéllos no 
habían incurrido en dolo o 
12 de junio de 2014 
Este Tribunal de Casación, para 
resolver el cargo intentado, 
procede al análisis de la sentencia 
impugnada, obteniendo de su 
lectura que la Sala de Apelación 
entiende: que a través de la acción 
de repetición de pago de lo no 
debido, con fundamento en lo 
dispuesto en el artículo 2195, el 
actor, pretende que John Fernando 
Adriano Condo, le devuelva la 
suma de treinta y cinco mil 
quinientos dólares entregados 
como precio por la compraventa de 
siete lotes de terreno, cuyos 
contratos escriturarios obran del 
expediente de primera instancia, 
los que no ha podido inscribir en el 
Registro de la Propiedad, porque 
según consta del certificado de 
gravámenes se han realizado 
ventas que en su superficie de 
terreno superan a la adquirida; 
constituyéndose en documento 
privado que no se han efectivizado 
de conformidad con el artículo 703 
del Código Civil. Que la acción se 
fundamenta en el testimonio 
juramentado rendido por el 
demandado, en la acción penal por 
el delito de estafa y que del 
análisis de la declaración se 
desprende que actor y demandado 
han llegado a un acuerdo por el 
que el demandado le vende siete 
lotes de terreno de su propiedad 
ubicados en la zona rural del 
cantón Riobamba y que ha recibido 
en pago la cantidad cuya 
devolución se demanda. Que en 
derecho, la acción se fundamenta 
en los artículos 2195 y 2197 del 
Código Civil, normas que 
transcribe y que prevén que quien 
por error ha efectuado un pago y 
prueba que no lo debía, tiene 
derecho a que se le devuelva lo 
pagado, cuando el pago no tenía 
por fundamento ni aun una 
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culpa grave. 
La Sentencia del Tribunal 
Supremo (Sala de lo 
Contencioso-administrativo) 
de 13 de enero de 198911 no 
contempla un caso de 
regreso, pero sí uno 
sustancialmente análogo, en 
el que se declara la 
responsabilidad de un 
empleado público por daños 
causados a la Administración. 
Un funcionario de la 
Diputación de Barcelona 
había extendido, firmado y 
estampillado dieciséis 
certificaciones de obra por un 
importe total de 45.811.633 
pesetas. Después de que la 
empresa contratista 
presentara suspensión de 
pagos y se resolviera el 
contrato, se descubrió que no 
se había realizado obra 
alguna. Lo cual provocó que 
la Diputación sancionara al 
funcionario con la suspensión 
de empleo y sueldo por un 
período de dos meses y, 
además, le declarara 
responsable de los perjuicios 
que a la Corporación le había 
ocasionado el pago de 
29.148.744 pesetas a 
diversas entidades bancarias 
a las que el contratista había 
endosado parte de las 
certificaciones. El Tribunal 
Supremo apreció que el 
funcionario había incurrido en 
negligencia grave en el 
cumplimiento de sus deberes, 
al prescindir del 
procedimiento de libramiento 
o intervención legalmente 
previsto y extender las 
certificaciones “como si se 
tratase de documentos que 
respondían a cantidades 
realmente debidas, sin 
obligación puramente natural, 
presupuestos que sostienen deben 
constar probados en autos. Al 
analizar la prueba documental, 
escrituras públicas que contienen 
sendos contratos de compraventa 
de lotes de terreno, en relación con 
la declaración rendida por el actor 
en un proceso penal, el tribunal 
entiende que al haberse recibido el 
dinero a cambio de una venta que 
no se ha perfeccionado, cabe la 
repetición, porque el demandado 
no ha cumplido con la obligación 
determinada en los contratos 
escriturarios, “y al haber recibido 
valores por algo que no es 
acreedor , pues se ha configurado 
el pago de lo no debido. La parte 
demandada no ha logrado 
demostrar que el actor le haya 
debido valor alguno, por préstamos 
y otra forma de créditos 
pendientes; en su lugar afirma 
igualmente que es producto del 
acuerdo de compraventa realizado 
entre las partes por los lotes de 
terreno; y por no haberse 
perfeccionado la indicada 
compraventa ha recibido dinero el 
demandado por algo que no se le 
adeuda” argumento no idóneo para 
sostener la decisión a la que 
arriba, carente de estructura lógica, 
y contrario a las normas que 
regulan los contratos bilaterales, el 
sustento de la demanda, es un 
contrato de compraventa que 
genera obligaciones de naturaleza 
civil, incompatible con los 
supuestos de procedencia de la 
acción de repetición de pago de lo 
no debido. 
Señala la sentencia transcribiendo 
el artículo 2195 del Código Civil, 
que quien por error ha hecho un 
pago y prueba que no lo debía, 
tiene derecho a repetir lo pagado, y 
sin embargo de aquello, luego de 
fijar como un hecho cierto que la 
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adoptar ninguna precaución”. 
(Doménech, 2008) 
suma de dinero se entregó como 
pago del precio por la compraventa 
de siete lotes de terreno, sostiene, 
que el pago se efectúo sin que 
medie obligación alguna de 
hacerlo, entendiendo el Tribunal de 
Apelación que en razón de que las 
escrituras no pudieron inscribirse 
en el Registro de la Propiedad del 
Cantón, dejaron de surtir efectos 
legales, olvidando que por 
disposición del artículo 1565 
ibídem, los contratos válidamente 
celebrados son ley para los 
contratantes y no pueden ser 
invalidados sino por 
consentimiento mutuo o por 
causas legales; y que, el contrato 
de compraventa es un contrato 
bilateral, cuyo incumplimiento da 
derecho a demandar a arbitrio del 
contratante cumplido, su resolución 
o el cumplimiento (artículo 1505 
ibídem) y que un pago efectuado 
en cumplimiento de una obligación 
contractual, no puede ser 
concebido como un pago 
efectuado por error, que da 
derecho a su repetición. Las 
normas que se aplican en la 
sentencia no son compatibles con 
la situación fáctica que en ella se 
describe; lo resuelto por el Tribunal 
carece de lógica, porque no guarda 
coherencia entre las premisas 
determinadas en la demanda y la 
conclusión; y esta con la decisión, 
que en consecuencia no se 
encuentra motivada. La Corte 
Constitucional en la sentencia N.0 
057-14-SEP-CC, CASO N.0 0421-
13-EP, ha expresado que “La 
motivación es un mecanismo de 
aseguramiento de la racionalidad 
en las decisiones de los 
organismos que ejercen 
potestades públicas. Permite 
observar a los directamente 
afectados y a la sociedad en 
general, cual es la justificación 
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presentada por quien ha adoptado 
la decisión; para así , permitir 
efectuar un efectivo control del 
ejercicio del poder, el que 
constituye premisa necesaria para 
la consecución del estado 
constitucional de derechos y 
justicia. En tal sentido, la 
motivación se verifica por medio de 
la aplicación de criterios de 
razonabilidad, lógica y 
comprensibilidad de los 
argumentos presentados en 
determinada resolución: „“Para que 
determinada resolución se halle 
correctamente motivada es 
necesario que la autoridad que 
tome la decisión exponga las 
razones que el Derecho le ofrece 
para adoptarla. Dicha exposición 
debe hacérsela de manera 
razonable, lógica y comprensible, 
así como mostrar como los 
enunciados normativos se adecuan 
a los deseos de solucionar los 
conflictos presentados. Una 
decisión razonable es aquella 
fundada en los principios 
constitucionales. La decisión 
lógica, por su lado, implica 
coherencia entre las premisas y la 
conclusión, así como entre esta y 
la decisión. Una decisión 
comprensible, por último, debe 
gozar de claridad en el lenguaje, 
con miras a su fiscalización por 
parte del gran auditorio social, más 
allá  de las partes en conflicto ”la 
motivación no solamente implica el 
enunciar hechos, normas y 
confrontarlos; sino que debe 
cumplir además, estándares que 
permitan evaluar la prolijidad en la 
utilización de la lógica y la 
argumentación jurídica y que den 
cuenta a las partes y al auditorio 
social en general, de que la 
decisión adoptada ha sido 
precedida por un verdadero 
ejercicio intelectivo”. 
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SANCIONES 
DISCIPLINARIAS 
POR OMITIR 
EJERCE ACCIÓN 
DISCIPLINARIA 
No se incluyen en la Ley. No se incluyen en la Ley. 
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5. METODOLOGÍA 
 
 
5.1 Enfoque de investigación 
 
 
Debido a la naturaleza de la investigación, en donde se tendrá en cuenta 
datos tanto cualitativos (matriz de análisis categorial) como cuantitativos 
(encuestas), el diseño propuesto es Explicativo Secuencial (DEXPLIS), lo cual 
permitirá Establecer la Eficacia del numeral 36 del artículo 48 de la Ley 734 de 
2002. “La mezcla mixta ocurre cuando los resultados cuantitativos iniciales 
informan a la recolección de los datos cualitativos […] Los descubrimientos de 
ambas etapas se integran en la interpretación y elaboración del reporte de estudio” 
(Hernández Sampieri, Fernández Collado & Baptista Lucio, 2010: 566) 
 
 
 
5.2 Alcance de investigación  
 
 
La investigación tiene un alcance descriptivo, el cual “Busca especificar 
propiedades. Características y rasgos importantes de cualquier fenómeno que se 
analice” (Hernández Sampieri, Fernández Collado & Baptista Lucio, 2010: 80) y 
explicativo “Pretende establecer las causas de los eventos, sucesos o fenómenos 
que se estudian” (Hernández Sampieri, Fernández Collado & Baptista Lucio, 2010: 
83). El primero dará cuenta de las situaciones y eventos acerca de la manera 
como se aplica el numeral 36 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, durante el 
2010-2012; respecto al segundo alcance, es pertinente plantearlo toda vez que 
dará cuenta de las razones que conllevan a cumplir o incumplir con la referida 
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norma por parte de los operadores disciplinarios colombianos durante el 2010-
2012 en Colombia. 
 
 
5.3 Categorías de análisis  
 
 
Las categorías representan fenómenos derivados de los datos (Satrauss & 
Corbin, 2002). En la investigación se proponen las siguientes categorías: 
 
 
 Falta Gravísima 
 Término para interponer Acción de Repetición 
 Sanciones 
 Fines del Estado 
 Falta Disciplinaria 
 Omisión de accionar 
 Representante Legal 
 
 
 
5.4 Unidad de análisis 
 
 
La población es entendida “Como el conjunto de unidades que conforman 
un colectivo sobre el cual se examinará el asunto que es objeto de investigación” 
(Toro Jaramillo & Parra Ramírez, 2010: 663). Por lo anterior, el objeto de estudio 
será: 
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 Fallos emitidos por el Consejo de Estado con relación a  la Acción de 
Repetición 
 Leyes que regulan la obligatoriedad de interponer Acción de Repetición en 
España y Argentina. 
  
De acuerdo con Toro Jaramillo & Parra Ramírez (2010) el  muestreo aplicado a la 
investigación es no probabilístico intencional o de juicio, en donde el investigador 
selecciona los elementos muestrales representativos, los cuales a su juicio 
cumplen con las necesidades del estudio.  
 
 
 
5.5 Instrumentos de recolección de la información 
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MATRIZ DE ANÁLISIS CATEGORIAL 1 
 
PROYECTO: EFICACIA DEL NUMERAL 36 DEL ARTÍCULO 48 DE LA LEY 734 DE 2002, CON OCASIÓN A CONDUCTA DE 
SERVIDORES PÚBLICOS EN EL PERÍODO 2010 – 2012 EN RISARALDA 
 
 
 
 
 
CATEGORÍAS 
Sentencia C – 484 
de 2002 
Sentencia C – 100 
de 2001 
Sentencia C – 309 de 
2002 
Sentencia: C – 338 
de 2006 
 
 
 
FALTA 
GRAVÍSIMA 
 
N.A N.A N.A N.A 
 
 
 
TÉRMINO PARA 
INTERPONER 
ACCIÓN DE 
REPETICIÓN 
En relación con el artículo 1 de la 
ley acusada, considera que el 
llamamiento en garantía del 
servidor público, viola el artículo 90 
de la Constitución Política, por 
cuanto las condiciones procesales 
para que haya acción de repetición 
N.A N.A N.A 
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 son: que el Estado haya sido 
condenado, lo que supone la 
existencia de una sentencia 
ejecutoriada, y que se haya 
pagado la condena, que en su 
concepto es requisito para poder 
repetir. Señala, que si no se 
cumplen esas dos condiciones el 
Estado no puede iniciar acción 
contra el agente estatal. 
SANCIONES 
 
N,A 
 
N.A N.A N.A 
FINES DEL 
ESTADO 
Ello significa que el mandato 
constitucional ordena el ejercicio 
de la acción de repetición con la 
pretensión de obtener el reembolso 
de lo pagado. El quantum de la 
pretensión lo señala la condena al 
Estado y, persigue, como salta a la 
vista evitar el detrimento 
patrimonial de la entidad pública, 
mandato constitucional al cual no 
se le pueden hacer esguinces por 
el legislador. No es una sanción 
sino apenas la recuperación de lo 
pagado por el Estado para que 
quien dio origen con su dolo o 
culpa grave a la condena 
patrimonial a éste reintegre 
entonces a las arcas públicas lo 
la normatividad 
estatutaria recoge todas 
las disposiciones 
anteriores referentes a la 
responsabilidad 
patrimonial de los 
jueces, en cuanto 
plasma de manera 
integral la pertinente 
regulación del tema, con 
unas determinadas 
causales y bajo ciertos 
criterios, que no en todos 
los aspectos coinciden 
con las normas 
precedentes, pues el 
estatuto en nada 
depende de las 
Por tal motivo, el mismo 
artículo 90 constitucional 
prescribe el derecho-
deber del Estado de 
repetir contra sus 
agentes que, con su 
conducta dolosa o 
gravemente culposa, 
hayan causado la 
erogación de recursos 
públicos como 
consecuencia de una 
condena o de una 
conciliación. La acción 
de repetición, a través de 
la cual se concreta lo 
anterior, ha sido 
condenada desde su 
En relación con 
dichos 
presupuestos, esta 
Corte ha señalado 
que "el sujeto de la 
imputación de 
responsabilidad es 
el Estado, vale decir 
que no hay 
responsabilidad 
subjetiva del 
servidor público de 
manera directa con 
la víctima de su 
acción u omisión, 
sino una 
responsabilidad de 
carácter institucional 
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que de ellas, por su dolo o culpa 
grave, fue desembolsado como 
consecuencia de haber 
quebrantado su deber de obrar en 
el ejercicio del cargo conforme a la 
Constitución, la ley o el 
reglamento. 
 
disposiciones que venían 
rigiendo, a la vez que 
concentra en el Consejo 
de Estado y en los 
tribunales 
administrativos la 
competencia para definir 
lo relativo a tal 
responsabilidad, 
reiterando la 
procedencia de la acción 
civil de repetición de la 
que es titular el Estado 
cuando se le hubiere 
condenado, sin perjuicio 
de las sanciones que se 
deriven de aquellas 
conductas que puedan 
configurar hechos 
punibles. 
Ello significa que los 
particulares afectados 
por perjuicios que hayan 
tenido origen en el dolo o 
en la culpa grave de 
quienes administran 
justicia deben actuar 
ante la jurisdicción de lo 
Contencioso 
Administrativo por el 
mecanismo de la 
reparación directa, con 
base en cualquiera de 
las causales señaladas 
creación legal en 1984 a 
la inaplicabilidad, ya por 
un régimen normativo 
débil, ya por una 
carencia absoluta de 
voluntad por parte de 
quienes tienen 
legitimación para 
incoarla".(16) 
Por lo anterior, en este 
caso no encuentra la 
Corte la conexidad 
objetiva y razonable 
exigida(17) para 
garantizar la armonía 
material interna que 
exige la Constitución, por 
cuanto la norma 
demandada contiene, en 
efecto, una disposición 
extraña a la materia 
regulada por la Ley 678 
y, al respecto, "la Corte 
ha sido clara en señalar 
que no puede haber 
proyectos que traten de 
diferentes materias"(18). 
 
que abarca no sólo 
el ejercicio de la 
función 
administrativa, sino 
todas las 
actuaciones de 
todas la autoridades 
públicas sin importar 
la rama del poder 
público a que 
pertenezcan, lo 
mismo que cuando 
se trate de otros 
órganos autónomos 
e independientes 
creados por la 
Constitución o la ley 
para el cumplimiento 
de las demás 
funciones del 
Estado. De la misma 
manera, la norma 
constitucional 
contenida en el 
artículo 90 de la 
Carta, exige como 
presupuesto 
necesario para la 
existencia de la 
responsabilidad 
patrimonial a cargo 
del Estado que la 
acción u omisión de 
las autoridades 
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en el nuevo 
ordenamiento. Tan sólo 
después, como 
consecuencia del fallo 
adverso, el sistema que 
el legislador estatutario 
consagró hace posible la 
acción de repetición a 
favor del Estado, salvo el 
caso del llamamiento en 
garantía." 
públicas ocasione 
un daño antijurídico, 
con lo cual queda 
fuera de duda que 
no es cualquier daño 
el que acarrea dicha 
responsabilidad sino 
única y 
exclusivamente el 
que no se está 
obligado a soportar, 
pues, en ocasiones, 
puede existir un 
daño que, sin 
embargo, 
jurídicamente 
constituya una 
carga, o una 
molestia que en 
beneficio del interés 
general halle 
justificación 
constitucional." 
 
OMISIÓN DE 
ACCIONAR 
N.A    
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REPRESENTAN
TE LEGAL 
N.A    
 
 
 
 
 
                   
 
MATRIZ DE ANÁLISIS CATEGORIAL 2 
 
PROYECTO: EFICACIA DEL NUMERAL 36 DEL ARTÍCULO 48 DE LA LEY 734 DE 2002, CON OCASIÓN A CONDUCTA DE 
SERVIDORES PÚBLICOS EN EL PERÍODO 2010 – 2012 EN RISARALDA 
 
 
 
 
 
CATEGORÍAS 
Sentencia nº 11001-03-
26-000-2002-00002-
01(22099) de Consejo de 
Estado - Seccion 
Tercera, de 27 de 
Noviembre de 2006 
Consejero ponente: 
JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO GAMBOA 
Bogotá D.C., 
veinticuatro (24) de 
julio de dos mil trece 
(2013). 
Radicación número: 
19001-23-31-000-2008-
Sentencia nº 11001-03-
26-000-2002-00002-
01(22099) de Consejo 
de Estado - Seccion 
Tercera, de 27 de 
Noviembre de 2006 
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00125-01(46162) 
 
 
 
 
FALTA 
GRAVÍSIMA 
 
N.A N.A N.A 
 
 
 
TÉRMINO PARA 
INTERPONER 
ACCIÓN DE 
REPETICIÓN 
 
En consecuencia, la Sala aclara 
que el hecho de que exista una 
sentencia condenatoria al 
Estado no puede tenerse como 
una responsabilidad patrimonial 
sin previo juicio del servidor 
público, sino que su aducción 
en el proceso de repetición 
permite que en la actividad 
probatoria del servidor 
demandado, aún cuando señale 
que hubo, verbigracia una 
desviación de poder, se pueda 
demostrar y determinar, en 
ejercicio del derecho 
constitucional al debido proceso 
y su corolario de defensa (art. 
29 C.P.), contrario a lo 
Elementos necesarios y concurrentes 
definidos para la declaratoria de repetición son 
los siguientes: 
 
i) La calidad de agente del Estado y su 
conducta determinante en la condena 
 
La calidad y la actuación u omisión de los 
agentes del Estado debe ser materia de 
prueba, con el fin de brindar certeza sobre la 
calidad de funcionario o ex funcionario del 
demandado y de su participación en la 
expedición del acto o en la acción u omisión 
dañina, determinante de la responsabilidad del 
Estado. 
 
ii) La existencia de una condena judicial, una 
conciliación, una transacción o de cualquier 
otra forma de terminación de conflictos que 
genere la obligación de pagar una suma de 
El Código Contencioso 
Administrativo prevé que 
el término para que 
opere la caducidad de la 
acción de repetición es 
de 2 años y que éste se 
debe contar a partir del 
día siguiente de la fecha 
del pago total. El artículo 
136 del C. C. A., vigente 
para la fecha del pago. 
Del contenido de la 
norma transcrita, la Sala 
observa que no le asiste 
razón al demandado al 
afirmar que el término de 
caducidad de la acción 
de repetición se cuenta a 
partir de la ejecutoria de 
la providencia que le 
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pretendido en la respectiva 
demanda de repetición, que 
dicha conducta no lo fue a título 
de dolo o culpa grave y por 
ende, es posible y viable 
acreditar la falta de 
responsabilidad de carácter 
patrimonial. 
dinero a cargo del Estado. 
 
La entidad pública debe probar la existencia 
de la obligación de pagar una suma de dinero 
derivada de la condena judicial impuesta en su 
contra, en sentencia debidamente 
ejecutoriada, o de una conciliación o de 
cualquier otra forma de terminación de un 
conflicto. 
 
iii) El pago efectivo realizado por el Estado. 
 
La entidad pública tiene que acreditar el pago 
efectivo que hubiere realizado respecto de la 
suma dineraria que le hubiere sido impuesta 
por una condena judicial o que hubiere 
asumido en virtud de una conciliación, a través 
de una prueba que, en caso de ser 
documental, generalmente suele constituirse 
por el acto mediante el cual se reconoce y 
ordena el pago en favor del beneficiario y/o su 
apoderado y por el recibo de pago o 
consignación y/o paz y salvo que deben estar 
suscritos por el beneficiario. 
 
 
impuso la condena. El 
término de caducidad 
está edificado sobre la 
necesidad de señalar un 
plazo objetivo, sin 
consideración a 
situaciones personales, 
es invariable para el 
interesado y, por tanto, 
no es susceptible de 
interrupción, ni de 
renuncia; el término 
fijado por la ley, obra 
independientemente y 
aún contra voluntad del 
beneficiario de la acción. 
En el caso concreto, el 
término debe contarse a 
partir del pago que, de 
acuerdo con lo señalado 
en la demanda (hecho 
décimo), se efectuó el 30 
de agosto de 2000 y, 
como la demanda se 
presentó el 11 de 
diciembre de 2001, no se 
produjo la caducidad de 
la acción.   Nota de 
Relatoría: Ver sentencia  
del 14 de febrero de 
2002. Exp.13.622. Actor: 
Enrique González 
Cuervo. Demandado: 
Nación, Ministerio de 
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Justicia y Consejo 
Superior de la 
Judicatura. Consejera 
Ponente: Dra. María 
Elena Giraldo Gómez 
 
SANCIONES 
N.A 
 
N.A  
FINES DEL 
ESTADO 
N.A N.A Aspectos relevantes a 
transcribir: La conducta 
calificada de dolosa o 
gravemente culposa 
 
Para determinar la culpa 
grave o dolo se debe 
acudir a las 
disposiciones del Código 
Civil, que además de 
definir los calificativos de 
dolo y de culpa grave, 
clasifica las especies de 
culpa que existen, entre 
ellas la grave:  
 
“ART CULO 63. 
CLASES DE CULPA Y 
DOLO. La ley distingue 
tres especies de culpa o 
descuido.  
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Culpa grave, negligencia 
grave, culpa lata, es la 
que consiste en no 
manejar los negocios 
ajenos con aquel 
cuidado que aún las 
personas negligentes o 
de poca prudencia 
suelen emplear en sus 
negocios propios. Esta 
culpa en materia civil 
equivale al dolo. 
 
Culpa leve, descuido 
leve, descuido ligero, es 
la falta de aquella 
diligencia y cuidado que 
los hombres emplean 
ordinariamente en sus 
negocios propios. Culpa 
o descuido, sin otra 
calificación, significa 
culpa o descuido leve. 
Esta especie de culpa se 
opone al a diligencia o 
cuidado ordinario o 
mediano. 
 
El que debe administrar 
un negocio como un 
buen padre de familia, es 
responsable de esta 
especie de culpa. 
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Culpa o descuido 
levísimo es la falta de 
aquella esmerada 
diligencia que un hombre 
juicioso emplea en la 
administración de sus 
negocios importantes. 
Esta especie de culpas 
se opone a la suma 
diligencia o cuidado. 
 
El dolo consiste en la 
intención positiva de 
inferir injuria a la persona 
o propiedad de otro” 
(Resaltado por fuera del 
texto original). 
 
La jurisprudencia del 
Consejo de Estado 
estudió los conceptos de 
culpa grave y dolo, al 
analizar los elementos 
de fondo de la acción de 
repetición y la Corte 
Constitucional se 
pronunció sobre el tema, 
al estudiar la demanda 
de inconstitucionalidad 
de los artículos 77 y 78 
del C. C. A.  
 
Así frente a estos 
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conceptos, el Consejo de 
Estado dijo que para 
determinar la existencia 
de la culpa grave o del 
dolo, el juez no se debe 
limitar a las definiciones 
contenidas en el Código 
Civil, sino que debe 
tener en cuenta las 
características 
particulares del caso que 
deben armonizarse con 
lo previsto en los 
artículos 6º y 91 de la 
Constitución Política 
sobre la responsabilidad 
de los servidores 
públicos, como también 
la asignación de 
funciones contempladas 
en los reglamentos o 
manuales respectivos.  
 
Es igualmente necesario 
tener en cuenta otros 
conceptos como son los 
de buena y mala fe, que 
están contenidos en la 
Constitución Política y en 
la ley, a propósito de 
algunas instituciones 
como por ejemplo, 
contratos, bienes y 
familia. 
82 
 
 
La Sala ha concluido la 
existencia de conducta 
dolosa, entre otros, en 
los siguientes eventos:  
 
- Cuando el superior 
jerárquico, prevalido de 
tal condición, acosa a 
sus subalternos en una 
muestra de abuso de 
poder y de 
extralimitación en el 
ejercicio de sus 
funciones, pues 
“desconoce 
abiertamente los 
deberes que su 
condición de agente 
estatal le impuso; más 
aún, lejos de ser una 
conducta desprevenida y 
aislada, fue intencional, 
querida y permanente, 
ya que sometió a la 
señora... a un trato 
degradante, 
discriminatorio y 
humillante, y ni siquiera 
vaciló en hacer públicas 
sus intenciones”. Se 
concluyó la conducta 
dolosa bajo los 
siguientes argumentos:  
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 “Así las cosas, resulta 
evidente el 
comportamiento 
reprochable y malicioso 
del ex agente estatal, 
comportamiento que se 
puede calificar como de 
doloso, dado que 
pretendió alcanzar un 
resultado contrario a 
derecho, conciente de 
que con su conducta 
quebrantaba una 
obligación y vulneraba 
un interés jurídico ajeno.  
Con su actuar, el señor 
Urrea vulneró varias 
disposiciones del 
ordenamiento 
constitucional, entre 
ellas, el artículo 6, según 
el cual: “Los particulares 
solo son responsables 
ante las autoridades por 
infringir la Constitución y 
las leyes. Los servidores 
públicos lo son por la 
misma causa y por 
omisión o extralimitación 
en el ejercicio de sus 
funciones”; El artículo 
12: “Nadie será sometido 
a desaparición forzada, a 
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torturas ni a tratos o 
penas crueles, 
inhumanos o 
degradantes”; El artículo 
43: “La mujer y el 
hombre tienen iguales  
derechos y 
oportunidades.  La mujer 
no podrá ser sometida a 
ninguna clase de 
discriminación”. 
Conforme a lo anterior, 
se concluye que la 
conducta dolosa del 
señor Urrea Castaño fue 
la causante de que la 
señora García  
renunciara al cargo de 
Secretaria Ejecutiva de 
la Dirección General del 
Ministerio de Minas y 
Energía, y de que dicha 
entidad haya sido 
condenada  por el 
Tribunal Administrativo 
de Cundinamarca, a 
pagar a la víctima,  las 
sumas de dinero dejadas 
de percibir durante el 
tiempo que permaneció 
por fuera de la entidad”. 
 
- Cuando un soldado 
asesinó a otro 
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compañero con el 
intercambio de palabras 
y la riña previa “que 
constituyó el detonante 
del hecho funesto, las 
conductas tan dicientes 
del victimario, parte 
integrante del iter 
criminis, en fase 
preparatoria, como haber 
hecho amague de 
terminar la pelea para 
inmediatamente retornar 
armado y en actitud de 
persecución silenciosa y 
soez contra la víctima”. 
Se concluyó el dolo así: 
“Esos MEDIOS 
PROBATORIOS dan 
cuenta de la conducta 
premeditada y dolosa de 
MEDINA HERNÁNDEZ 
frente a su víctima; así lo 
relataron los testigos 
presenciales de los 
hechos tanto previos, 
concomitantes como 
posteriores a la muerte 
de Vásquez Herrera ()”. 
 
La culpa grave es un 
error de conducta 
grosero que se establece 
a partir de la 
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comparación del patrón 
otorgado por la ley, esto 
es, de la conducta de un 
hombre descuidado, de 
poca prudencia o 
desjuiciado, quien no 
habría incurrido en ella al 
estar en las mismas 
circunstancias, como 
sucede cuando se 
niegan los recursos, que 
prevé la ley,  
interpuestos contra un 
acto administrativo, 
siendo claramente 
procedentes, o cuando 
se actúa en contravía de 
una prohibición legal sin 
justificación jurídica. 
 
La Sala ha encontrado 
configurada la culpa 
grave, entre otros, en los 
siguientes eventos: 
 
- Cuando los Agentes del 
Estado incurrieron en 
negligencia e 
incumplimiento frente a 
las instrucciones de 
seguridad impartidas por 
las autoridades de la 
fuerza pública en 
relación con el control de 
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ingreso de personas y 
vehículos al Palacio de 
Justicia en la época de la 
toma guerrillera. Se 
concluyó la culpa grave, 
con fundamento en las 
siguientes 
consideraciones:  
 
“( ) la Sala vivenció que 
en la lucha del Estado 
contra las fuerzas de 
subversión, hubo 
NEGLIGENCIA e 
INCUMPLIMIENTO de 
las instrucciones 
impartidas por el Director 
General de Inteligencia, 
al Jefe de Seguridad 
Interna y al Jefe de la 
Sección de Vigilancia y 
Control del DAS, 
inadvertencia que facilitó 
el resultado pretendido 
por los delincuentes.  ( ) 
la Sala destacó en 
especial los llamados de 
atención para el personal 
que no controlaba el 
ingreso de personas, ni 
de vehículos, sin que se 
conociera que hubieran 
sido sancionados como 
correspondía.  Con base 
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en estas 
demostraciones, se 
concluyó que si el país 
vivía en estado de 
guerra desde hace 
muchos años, el Estado 
no puede dejar solo al 
individuo que no tiene el 
control de la guerra, sin 
indemnizarle el daño que 
el conflicto que él no ha 
creado, le produce”  
 
- Cuando un funcionario 
público no sólo 
desconoció 
flagrantemente una 
prohibición de tránsito, 
sino que dadas las 
circunstancias 
particulares que 
rodearon el caso no evitó 
el daño pudiendo 
hacerlo;  
 
- Cuando el médico 
tratante, quien frente a 
los signos y síntomas 
que presentaba el 
paciente, no lo dejó en 
observación durante el 
tiempo necesario para 
descartar alguna 
enfermedad grave, ni lo 
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remitió oportunamente a 
otro hospital, de mejor 
nivel, donde habría 
podido recibir el 
tratamiento adecuado. 
Se consideró culpa 
grave por las siguientes 
razones:  
 
 “En consideración a lo 
anterior y a que la 
Sección ha inferido la 
culpa grave del agente 
cuando se demuestra 
que ha incurrido en una 
omisión negligente y 
descuidada de las 
funciones que se le han 
encomendado - como 
sucedió cuando dedujo 
la existencia de la culpa 
grave de un profesional 
que incurrió en falla 
luego de considerar que 
otro médico en su lugar y 
con los mismos recursos 
“no hubiera actuado en 
la forma tan negligente 
como él lo hizo” - la Sala 
concluye que el Médico 
Mejía obró con culpa 
grave en el presente 
caso, cuando desatendió 
los signos y síntomas 
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que se le revelaron 
respecto del joven 
Burbano, tales como el 
vómito, el dolor de 
cabeza y el mareo, que 
conforme lo señalaron 
los expertos en pruebas 
válidamente recaudadas 
en este proceso, 
ameritaban dejarlo en 
observación desde un 
primer momento, durante 
el término necesario 
para realizar el 
diagnóstico y ante la 
gravedad que 
presentase, remitirlo a 
un hospital de mejor 
nivel. Dicho en otras 
palabras, la pasividad 
del Dr. Mejía comporta 
su culpa grave, porque 
es indicativa de la 
negligencia de un 
profesional que, en uso 
de sus conocimientos 
básicos y sin que tuviera 
que utilizar más 
recursos, debió observar 
al paciente y, ante la 
evolución que presentó, 
remitirlo inmediatamente 
a Popayán que tan sólo 
dista de Piendamó en 20 
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kilómetros, donde 
seguramente hubiera 
tenido la oportunidad de 
sobrevivir”. 
 
- Cuando una entidad 
recibe una suma de 
dinero como producto de 
un fideicomiso y al 
momento de hacer la 
entrega del dinero a su 
propietario, el paquete 
en que se depositaba el 
dinero no contenía la 
suma que en él se 
indicaba, existiendo un 
faltante, situación que 
demuestra el 
incumplimiento de la 
obligación de custodia 
sobre dichos valores. Se 
consideró culpa grave en 
atención a lo siguiente:  
 
“No resulta coherente 
que un caso como el 
presente se juzgue como 
un evento de falla 
anónima del servicio, 
pues aquí la culpa 
personal del agente 
evidencia la falla del 
servicio. No puede 
admitirse la 
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responsabilidad de la 
administración por la 
pérdida de dineros que 
estaban bajo su custodia 
y exonerarse al 
funcionario bajo cuya 
responsabilidad se 
encontraba dicha 
operación, simplemente 
con base en dos 
declaraciones que dan fe 
de su buena conducta 
anterior; como si el 
hecho no tuviera 
responsables; como si el 
dinero pudiera 
desaparecer por arte de 
magia, o como si la 
administración no tuviera 
dolientes. Aquí la 
responsabilidad de la 
Administración surge de 
la relación de causalidad 
existente entre el 
perjuicio recibido por el 
demandante y la 
actividad que ésta 
desarrolló. Pero esa 
responsabilidad no se 
deriva de un 
funcionamiento irregular 
del servicio, en el cual no 
se puede determinar la 
culpa de uno de sus 
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agentes. Aquí dicha 
culpa está determinada y 
su naturaleza es grave; 
luego la responsabilidad 
personal del agente 
también resulta 
comprometida en los 
términos anteriormente 
indicados” 
 
 
OMISIÓN DE 
ACCIONAR 
N.A   
REPRESENTAN
TE LEGAL 
La Nación - Departamento 
Administrativo de Seguridad - DAS 
formuló demanda de repetición en 
contra de Jorge Aurelio Noguera 
Cotes, en su condición de ex 
director de la entidad, por 
considerar que actuó con dolo o 
culpa grave al expedir la 
Resolución No. 01287 de 28 de 
julio de 2003, mediante la cual se 
le aceptó la renuncia -no 
voluntaria- presentada por la 
señora Rubiela Charry Mallungo al 
cargo de Oficial de Inteligencia 
203-17 de la Planta Global Área 
Operativa, asignada a la Seccional 
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Tolima, acto administrativo que dio 
lugar a una sentencia condenatoria 
en contra suya, por la que tuvo que 
pagar a la funcionaria desvinculada 
irregularmente la suma de 
$151.187.605.oo. 
En consecuencia, por versar el 
subjudice sobre hechos que se 
remontan al 28 de julio de 2003, la 
normativa sustancial aplicable 
corresponde al artículo 90 de la 
Constitución Política desarrollado 
por la Ley 678 de 2001, vigente 
para aquella época. 
Así las cosas, el estudio del sub 
lite se extenderá a la 
determinación de los presupuestos 
y requisitos arriba señalados en la 
citada normativa citada (Vid. 
numeral 2.3.) para la procedencia 
de la acción de repetición en 
contra del señor ex director del 
DAS, Jorge Aurelio Noguera 
Cotes, frente a lo planteado en la 
demanda y analizados conforme a 
la realidad probatoria que muestra 
el proceso. 
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ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 
 
 
SENTENCIA ANÁLISIS – RESULTADOS 
Sentencia C – 484 de 
2002 
La figura del llamamiento en garantía, se encuentra instituida para vincular a terceros en el 
desarrollo de un proceso donde se define lo pertinente a una pretensión cuya consecuencia 
será de carácter económico, su finalidad se orienta a asignar estas condenas a la persona que 
con su responsabilidad dio lugar al mismo y su viabilidad quedó consignada de manera 
expresa en la Ley 678 de 2001, considerando que la finalidad de la misma es precisamente la 
recuperación de los dineros que deba entregar una entidad pública como consecuencia de la 
acción o omisión con dolo o culpa grave de un servidor público o tercero en ejercicio de tales 
funciones. Esta posibilidad procesal se cuestionó en la Sentencia de Constitucionalidad 
analizada, pero se confirma su exequibilidad considerando la importancia o finalidad de la 
norma, como es la recuperación de los dineros que hacen parte del patrimonio público y por 
esta razón se mantuvo en el cuerpo normativo dispuesto en la mencionada Ley.  
 
Sentencia C – 100 de 
2001 
La Responsabilidad del Estado por error judicial, se ha establecido con las diferentes acciones 
para tasarla y reconocerla teniendo en cuenta que la labor de administrar justicia es realizada 
por personas, que en tal condición tienen posibilidades de cometer errores en la subjetividad 
que de todas maneras está inmersa en la actividad judicial; por esta razón instrumentos 
normativos como la Acción de Repetición también es procedente para estos servidores 
adscritos a la Rama Judicial del poder público, considerando las consecuencias pecuniarias 
que conllevan las decisiones erróneas y la necesidad de recuperar esos dineros cuando el 
96 
 
error es cometido por dolo o culpa grave que para el caso surge en los momentos donde para 
aplicar la Ley se desconoce abiertamente su contenido, cuando esta es totalmente clara en su 
referente interpretativo. 
 
Sentencia C – 309 de 
2002 
La Acción de Repetición fue instituida con la finalidad de evitar detrimento en el patrimonio 
público al pagar sumas de dinero como resultado de actividades que impliquen dolo o 
culpa grave de sus servidores públicos; sin embargo ello no implica que la competencia 
que tiene la Contraloría General de la República en lo pertinente al Control Fiscal y la 
investigación de la responsabilidad de los servidores públicos en el ámbito Fiscal se 
suprima frente a figuras jurídicas como la mencionada Acción, es por ello que en la 
Sentencia indicada se reafirma esta independencia del control fiscal y sus funciones, 
reconociendo a su vez la diferencia con la indicada figura jurídica objeto del presente 
análisis. 
 
Sentencia: C – 338 de 
2006 
La Jurisprudencia analizada reitera que el objetivo de la Acción de Repetición es recuperar 
los dineros que deba paga el Estado como consecuencia de la acción de uno de sus 
agentes realizada con dolo o culpa grave, en esta dinámica entonces aclara la Corte 
Constitucional Colombiana que la responsabilidad en esta caso es institucional y por ello 
debe repetirse contra el funcionario que haya generado el detrimento. 
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Fallo 34816 de 2011 
Consejo de Estado 
Ruth Stella Correa 
En el trámite de la Acción de Repetición y en general en todas las actuaciones procesales 
que se surten en Colombia como un Estado Social y Democrático de Derecho, debe 
garantizarse el cumplimiento del debido proceso y todos los derechos humanos y 
fundamentales que lo integran, para en el caso de la mencionada acción demostrar la 
culpa grave o el dolo y habilitar la procedencia para interponer la respectiva acción. 
 
Datos Identificadores 
de la Sentencia: 
Consejero ponente: 
JAIME ORLANDO 
SANTOFIMIO 
GAMBOA 
Bogotá D.C., 
veinticuatro (24) de julio 
de dos mil trece (2013). 
Radicación número: 
19001-23-31-000-2008-
00125-01(46162) 
 
La presente Jurisprudencia resulta de vital importancia dado la determinación que realiza 
de carácter concreto con relación a los requisitos para que proceda la Acción de 
Repetición, clarificando algunos de ellos como por ejemplo su viabilidad en caso que la 
condena sea impuesta como resultado de una conciliación o cualquier otra forma de 
terminación anticipada de un proceso; además de clarificar el hecho que la carga de la 
prueba recae en la entidad demandante con la demostración del dolo o culpa grave del 
demandado. 
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Sentencia nº 11001-03-
26-000-2002-00002-
01(22099) de Consejo 
de Estado - Seccion 
Tercera, de 27 de 
Noviembre de 2006 
En esta decisión el Consejo de Estado, indica que para efectos de determinar la culpa 
grave o el dolo en la Acción de Repetición, el juez de conocimiento no puede 
fundamentarse solamente en lo previsto en el Código Civil Colombiano, enunciando 
ejemplos del dolo o la culpa grave en el contexto de lo administrativo que ya se han 
presentado en la jurisprudencia colombiana y que con claridad denotan la existencia de 
estas formas de culpabilidad y que pueden contextualizar al Juez para tomar su decisión 
condenatoria o absolutoria considerando la demostración de este elemento esencial. 
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Sistema de Información de Registro de Sanciones y Causas de Inhabilidad – 
SIRI, de la Procuraduría 
General de la Nación – PGN. Datos desde Enero de 2008 hasta el 30 de junio 
de 2015. 
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Análisis Apéndices 1 al 6  
 
SANCIONES POR APLICACIÓN 
ARTÍCULO 48 NUMERAL 36 LEY 734 
DE 2002 EN COLOMBIA DURANTE 
2010 - 2015 
2 
SANCIONES POR APLICACIÓN 
ARTÍCULO 48 NUMERAL 36 LEY 734 
DE 2002 EN RISARALDA DURANTE 
2010 – 2015  
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6. CONCLUSIONES 
 
1. Con relación a la pregunta problema orientadora de la presente 
investigación, puede deducirse que la disposición consagrada en la Ley 734 
de 2002, artículo 48, numeral 36 relativa a la omisión de instaurar Acción de 
Repetición contra el funcionario o ex funcionario que en ejercicio de sus 
funciones haya dado lugar a detrimento del erario público por condena o 
conciliación impuesta a la entidad pública en Risaralda durante el período 
2010 – 2012, no ha resultado eficaz en cuanto no se ha ejercido por parte 
de los representantes legales de las entidades que han resultado afectadas 
con condenas patrimoniales que han afectado el patrimonio público, las 
causas obedecen a las diferentes jurisdicciones que interactúan en el 
proceso y a la falta de control que sobre este deber legal ejercen los 
organismos del Estado, lo que demuestra probada la hipótesis negativa 
construida para este trabajo . 
2. La jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana y del Consejo de 
Estado, ha sido amplia en analizar los aspectos procesales, probatorios y 
procedimentales que enmarcan la Acción de Repetición y su interposición 
en los casos que dispone la Ley; no obstante frente al tema de la obligación 
que se dispone para los representantes legales de ejercer esta acción 
cuando las entidades que representan son objeto de una sanción 
pecuniaria impuesta por autoridad competente; ello debido también a la 
poca frecuencia con que se cumple con este deber que consagra la Ley 
734 de 2002. 
3. La Acción de Repetición y su existencia en el ordenamiento jurídico 
colombiano, ha sido objeto de regulación normativa que se soporta en la 
Constitución Política de 1991 y que precisa de manera adecuada las 
causales y términos para ejercerla y su finalidad que es proteger el 
patrimonio público y reprimir los hechos que representan corrupción. 
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4. En el Derecho Comparado analizado con los países de Ecuador y España, 
se observa la consagración de la Acción de Repetición y sus 
correspondientes desarrollos normativos y jurisprudenciales; sin embargo 
no se consagra en el elemento positivo de la Ley, sanción para el 
representante legal que omita interponer esta acción. Se observa, como 
estos países son amplios en prever elementos como llamamiento en 
garantía a terceros durante el proceso administrativo que impondrá las 
sanciones pecuniarias siendo la intencionalidad agotar todo en una sola 
jurisdicción, lo que resulta práctico y efícaz a fin de resarcir y recuperar los 
recursos públicos malversados. 
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7. CRONOGRAMA 
 
 
 
 2014 – I 2014 – II 2015 – I 2015 – II 
Recopilación de información 
básica e histórica de la 
existencia de las normas que 
entran en conflicto 
X X X X 
Revisión metodológica del 
proyecto de investigación  
X X X X 
Aplicación de instrumentos   X  
Conclusiones, 
recomendaciones y entrega 
   X 
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